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A la tienda de abarrotes de mis padres en el Rímac, gracias a la cual conseguimos sobrevivir a todas las crisis.


			Para Sebastián y Mauricio, nietos de dos provincianos que llegaron a construir una nueva vida en esta selva de cemento que llamamos Lima.
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			Finalmente, este libro lo dedico a mis dos hijos, Sebastián y Mauricio, nacidos al igual que yo en Lima, pero, como millones de limeños, nietos de provincianos que contribuyeron a construir la ciudad que habitamos. Quizá sea esta la mejor manera de no olvidar que la historia la hacemos todos, desde el lugar que nos toca habitar y construir, tal como fue la pequeña tienda de abarrotes que administraron sus abuelos en el Rímac.


		




		

			Prólogo


			En estas páginas quisiera respetar el espíritu del autor y de su magnífico libro, a saber, tratar de mantener la historia personal, pero al mismo tiempo comprenderla desde una perspectiva mucho mayor, asumiendo mi condición de ciudadana limeña, con una relación íntima con la ciudad de la que se ocupa este texto. Soy limeña de nacimiento, hija de madre migrante de la Amazonía y de padre chalaco. He vivido, y sobrevivido, buena parte de mi vida en esta ciudad. La he gozado, sufrido, amado y detestado. Creo que como todas y todos. 


			Lima es compleja y con problemas multidimensionales, que se juntan, atraviesan y superponen; con personas reales que sufren y ríen, que trabajan o intentan trabajar; con mujeres, hombres y, lamentablemente, también niños y niñas que salen a la calle y se instalan en ella para procurarse unos recursos económicos que de otra manera no pueden conseguir. Y precisamente el propósito de esta importante investigación es respetar y dar cuenta en la medida de lo posible de esa multidimensionalidad. Por ello resulta tan pertinente una aproximación inter y multidisciplinaria, con una interesante variedad de fuentes y testimonios. Suelo decir que son las universidades las que tienen facultades disciplinares, pero que el mundo real tiene problemas que exigen miradas múltiples e interdisciplinarias.


			Precisamente por ello el autor propone un enfoque multicausal del tema de la informalidad en la forma específica que aquí se estudia, que es el comercio ambulatorio en la ciudad de Lima. La informalidad, desde el inicio, es presentada no como un problema de barreras legales propias de un Estado ineficiente y arcaico y que se resuelve con la titulación, como proclama un modelo bastante difundido, sino como un sistema que incluye ámbitos muy diversos, que van de la economía a las estructuras familiares, de los patrones de asentamiento urbano a la acción (o inacción) política, entre muchos otros. Una mirada que se propone ser integral es, así, multidisciplinaria.


			Es curiosa la sensación de que un libro le ponga frente a los ojos, reflexiva y críticamente, experiencias que una misma ha vivido en esta Lima cuyo arco de significantes es tan amplio que va de «la ciudad jardín», «la ciudad chicha», «la ciudad señorial» a «Lima la horrible». Quienes hemos vivido en esta ciudad, que es todas las anteriores, entre 1980 y el 2000, nos encontramos aquí, en estas páginas, mirándonos con el asombro que está al origen de todo conocimiento, según dice la filosofía antigua. Y nos repetimos una y otra vez que Jesús Cosamalón tiene razón, y mucha, cuando dice que la informalidad no es ilegalidad y que los trabajadores de la calle no son «callejeros», sino que convierten las calles en espacios públicos para ganarse la vida. El tema de los espacios públicos me ha ocupado durante largos años y algunas investigaciones, pero como espacios de formación de opinión pública y acción política, nunca con los ojos puestos en los miles de conciudadanos que trabajan en ellos para subsistir.


			Convivimos con la institución del serenazgo, con los guachimanes, con la seguridad privada, con vendedores y vendedoras ambulantes y en estas páginas vamos re-descubriendo sus orígenes, su historia, sus conflictos. Yo no recordaba que los primeros serenos fueron pagados por los comerciantes formales a partir de 1981, cuando fue prohibido el comercio ambulatorio por «la suciedad de las calles», pero sí me reconozco cuando el autor nos recuerda que en la década de los ochenta todo fue informalidad y deterioro; dice incluso «surreal». Pues sí, esos tiempos los recuerdo nítidamente, pues mis hijos nacieron en 1985 uno y en 1990 el otro. Y cómo no recordar los apagones, los coches-bomba, el agua con restos fecales, la inexistencia de (o la imposibilidad de acceder a) los pañales descartables, el miedo, las cintas adheridas a las ventanas y hasta una «lonchera bomba» en el colegio de mis niños.


			Y también la amabilidad de la señora Luz, que me vendía las granadillas para los primeros jugos de los bebés, en una impecable carretilla con número de inscripción municipal, licencia y todo. Y recién ahora noto, o recién alguien me hace ver clara, la tremenda ambigüedad de las políticas municipales para con los y las vendedoras ambulantes: licencia, reubicación, desalojo, tolerancia o tolerancia cero, prohibición, Polvos Azules, Mesa Redonda, y así casi al infinito. ¿Reconocer el derecho al trabajo es lo mismo que reconocer el derecho de los ambulantes a ocupar los espacios públicos? ¿Es legítimo oponer el derecho de usar la vía pública para trabajar con el derecho de los ciudadanos y ciudadanas a una urbe «en condiciones de higiene y ornato»?


			La ampliación de la informalidad entre 1980 y 1990 se explica a partir de dos grandes procesos: el primero fue la brutal caída de los ingresos reales que obligó a la población a adquirir productos al menor costo posible; el segundo, un contexto favorable a la ocupación informal de las calles por causa de la debilidad del Estado, que no logra controlar los espacios y no cubre adecuadamente los servicios públicos, facilitando el surgimiento de nuevos actores al amparo de estas zonas grises. A inicios de los ochenta se dice que «Lima ya no tiene limeños, tiene clubes de provincianos», citando El Diario de Marka en julio de 1980. Se nos recuerda que a partir de 1980 una ciudad mestiza, irreverente e informal emergió de las ruinas de la ciudad señorial; una Lima que nos muestra la heterogeneidad étnica y cultural de nuestro país. En realidad, no es exceso de Estado o de reglamentación lo que explica el aumento enorme de la informalidad sino, todo lo contrario, su ausencia. La ausencia del Estado. Hay que recordar que entre 1989 y 1990 se reconocieron 432 nuevos asentamientos humanos en Lima. Y que entre 1980 y 1992 se desplazaron aproximadamente 400 000 personas por causa de la violencia, la pobreza extrema o los desastres ambientales. 


			Y todos sabemos lo que sucedió a partir de 1990, que fue el propósito del primer gobierno de Fujimori, las reformas estructurales que todos y todas conocemos. Es el surgimiento de la «cultura combi», la «liberación del transporte público» (que nos hace la vida cotidiana cada vez más difícil hasta hoy, 2018, en Lima), la privatización de los servicios públicos, la desregulación de los mercados, la aparición de las AFP, de las universidades-empresa, y un gran etcétera. Barrios enrejados, parques con puertas, tranqueras, basura acumulada, menús callejeros en carretillas, desastres ambientales (El Niño), servicios públicos colapsados, privatización y más privatización y menos Estado. Hasta me había olvidado del robo de las tapas de los buzones del alcantarillado público, con el objeto de traficarlas entre las diversas fundiciones de la ciudad. Salvo algunos curiosos «focos» como la Sunat, en general, ausencia del Estado, como se insiste en este libro.


			El «ambulante» como nuevo personaje urbano es claro desde inicios de la década de los años ochenta. Es claro que muchos son migrantes. Pero la crisis económica empuja a las calles a personas de todos los sectores sociales. Ellos incluso generan simpatía entre la población, que los defiende de las agresiones o desalojos de los policías o los serenazgos. Sin embargo, uno de los temas importantes que este libro quiere destaca es que hay un continuo, un vínculo, entre lo informal y lo formal: las propias empresas «emplean» a vendedores informales para abaratar sus costos y llegar a compradores a los que formalmente les cuesta mucho llegar. Polvos Azules es un muy buen ejemplo de ello. Y este me parece un ángulo sumamente enriquecedor para entender la complejidad del fenómeno del comercio ambulatorio en Lima.


			Según se nos indica, diversas investigaciones han puesto en evidencia que las empresas formales recurren parcialmente a la informalidad en sus actividades para adaptarse mejor a la demanda o minimizar sus costos. Parte de este proceso consistía en la subcontratación de actividades como una forma de atenuar los riesgos de la actividad en época de desequilibrios económicos. 


			Nos recuerda el autor, historiador al fin y al cabo, que en la historia de muchos países las actividades fuera del ordenamiento legal han estado presentes constantemente, y en el Perú, por lo menos desde la época colonial al presente. Desde esta perspectiva, la informalidad es un espacio generado para la negociación y la agencia de los individuos, que se convierte en un modo de vida ampliamente difundido en las ciudades capitalistas globalizadas. Sin embargo, y esto me parece muy importante, el doctor Cosamalón se niega a llamarlos ‘emprendedores’. Para él, y creo que, con buenas razones, argumentos y fuentes, son ‘supervivientes’. 


			Algo que es notorio en nuestra experiencia cotidiana y que el libro desarrolla de manera muy interesante es el desarrollo de una ciudad que exige un aumento del desplazamiento de la población a grandes distancias, lo cual aleja a los individuos de su residencia y genera una demanda por personas que necesitan satisfacer sus necesidades en las rutas que emplean para desplazarse en el entorno urbano. De este modo, «el ambulantaje» (como lo llaman los investigadores mexicanos Capron, Giglia & Monnet) no solo sería una respuesta personal a un problema de empleo, sino una respuesta social al propio desarrollo de la dinámica urbana y su complejidad. En la definición de ambulantaje también debe considerarse el hecho de que el poblador que compra en las calles es un ‘cliente ambulante’, cuya movilidad puede ser mayor que la del propio ambulante. La conclusión del estudio de los mencionados investigadores es de gran importancia para el autor, y por ello me permito reproducirla:


			La racionalidad del comercio ambulatorio no puede reducirse a la autogeneración espontánea e informal de un empleo, ya que corresponde también a la satisfacción de una demanda específica, la del viajero urbano con sus necesidades de circulación (limpia parabrisas o lustrabotas), de comunicación (tarjetas telefónicas), de información,  (periódicos), de diversión en tiempos de espera (payasos y  malabares en los semáforos), de alimentación diferenciada según momentos del día, o de productos adaptados a las formas de sociabilidad (flores). Estas necesidades son las del cliente que llamamos el cliente ambulante (Capron, Giglia y Monnet, 2005, p. 26).


			De este modo, se nos señala, aparece la adecuación mutua entre una oferta y demanda móviles. El cliente aprovecha el tiempo muerto de espera en un semáforo, compra en su ruta hacia alguna actividad, etcétera; mientras que para el vendedor la flexibilidad de horarios de trabajo y de independencia personal compensan las dificultades en el ejercicio de la actividad. Debo confesar que nunca había visto el fenómeno del comercio ambulatorio desde esta perspectiva y me parece que enriquece mucho la comprensión del mismo. 


			Pero quisiera volver al inicio: respetar el espíritu del autor y del libro y no olvidar las historias personales. Pienso en el señor Raúl, que trabaja en la esquina de la avenida Universitaria con La Marina, cerca de la PUCP, que nos espera cada lunes temprano con mentas y pañuelos desechables que sabe me resultan imprescindibles. Particularmente conmovedor, entre varios otros, me ha resultado el testimonio de la señora Eulogia Torres, vendedora ambulante de dulces, en un día de enfrentamiento entre Sendero Luminoso —que había convocado a uno de sus tristemente célebres «paros armados»— y la policía en el año 1989. La columna de Sendero marchó por la Plaza Manco Cápac, comenzó la balacera y la señora Eulogia se escondió detrás de su carretilla de dulces y al final la tuvo que dejar, pues una vecina le permitió refugiarse en un edificio. Su comentario fue: «Hasta ahora no entiendo por qué nos matamos unos a otros, no sé qué está pasando». Felizmente pudo recuperar su carretilla, aunque recobrar la confianza en trabajar en las calles de la ciudad probablemente le tomó un poco más de tiempo. Pero no tiene alternativa. Ser trabajadora ambulante es riesgoso, fue mucho más en décadas anteriores, es agotador e incierto. Es un centro de Lima que se ha convertido, como dice Wiley Ludeña parafraseando a José Matos Mar, «en el centro del desborde popular».


			Me resulta imposible dejar de mencionar las diferencias y desigualdades de género que también atraviesan la experiencia del comercio ambulatorio en Lima. Para muchas mujeres de escasos recursos, durante la década de los ochenta, la venta de comida fue una actividad muy usual para completar los ingresos familiares, adecuado además a su rol (división del trabajo) en casa, pero además permitiéndoles salir un poco de la dependencia total respecto de la pareja, en el caso de que la hubiere. Aquí salta otra vez la desigualdad: el porcentaje de mujeres solas es mucho más alto que el de varones solos. Por ejemplo, en el rango de edad de más de 44 años, el 71% de los hombres tiene una pareja, mientras que solo el 50% de las mujeres la tiene. Además, lo preparado para vender también permite alimentar a la familia, con lo cual, se nos recuerda, «se optimizan» los esfuerzos y los recursos.


			Datos actualizados refuerzan la tendencia de que son las mujeres, en particular las migrantes de la sierra, quienes no cuentan con muchas oportunidades alternativas al comercio ambulatorio, dada la nítida diferencia educativa respecto de los varones. Muchísimas de estas mujeres migrantes pasaban del servicio doméstico (que abandonaban por maltrato en las casas o por tener ya una familia propia) a ser vendedoras ambulantes. Ello les permite también mayor flexibilidad en el manejo de sus tiempos. Comida y ropa eran los rubros principales de negocio.


			No hay, lamentablemente, mayor sorpresa en la constatación de que las mujeres son las más pobres de los pobres y las menos educadas de los menos educados. Pero ellas son las que cuidan y nutren y convierten la vía pública en una extensión del hogar, de lo privado, que permite en particular que las mujeres sin pareja puedan seguir cuidando a sus hijos. Sin embargo, como bien señala el autor, se trata de temas que aún necesitan investigaciones más detalladas.


			En su epílogo, que lleva como interesante subtítulo «¿El ave fénix? Las cenizas de la ciudad», Cosamalón reafirma su convicción de que las explicaciones basadas en la excesiva regulación del Estado no alcanzan para comprender el fenómeno; y es muy honesto cuando señala que la ternura y simpatía que le generan las personas a las que ha estudiado, por su energía y fortaleza para sobrevivir a la crisis económica, la violencia y la desintegración del Estado, se mezclan con el sentimiento de indignación ante la injusticia que padecen al tener que ganarse la vida en las calles, exponiéndose a muchísimos riesgos. Sin embargo, se niega a caer en lo que él mismo llama «un romanticismo cegador», que asume mecánicamente la existencia de buena voluntad en las personas pobres. Inspirándose aquí en Gustavo Gutiérrez, nos dice que «la opción por los pobres» de la Teología de la Liberación no supone que por ser pobres merecen caridad o compasión por su buena conducta. 


			Como todo buen trabajo de investigación, el libro propone respuestas y deja abiertas nuevas preguntas: ¿por qué tanta incapacidad para producir políticas públicas coherentes?, ¿por qué la ambigüedad pasa a ser la regla en la relación de los municipios con el comercio ambulatorio?, ¿por qué tanta ausencia del Estado? Lamentablemente, estas y otras preguntas que se abren siguen siendo válidas en este siglo XXI que avanza. Ya no hay terrorismo, pero persisten la pobreza, las desigualdades y, nítidamente, la informalidad.


			Y para no salir del asombro mencionado, vuelvo nuevamente al inicio, a una historia personal. El libro de Jesús Cosamalón está dedicado a vidas de trabajadores esforzados, honestos, que viven buscándose diariamente el sustento, vidas frágiles que dependen de su ingenio, de su fortaleza y del azar, como la de don Luis Bendezú. A principios del siglo XXI don Luis, un anciano cargador de bultos, declaró que trabajaba cerca de doce horas por unos diez soles al día (más o menos tres dólares en 2017); él era consciente del abuso, «pero como no hay trabajo no me queda otra que soportarlo. Total, aunque sea los diez soles me alcanzan para alimentar a mis dos pequeños hijos»1. La reflexión que lanzó en la nota, tan simple como conmovedora, es la esencia que guio la escritura de estas páginas, nos dice el autor: «Imagínese si me enfermo».


			Hace más de cincuenta años, la primera vez que nos mudamos a una casa con jardín, en Lima, trabajaba una vez a la semana un estupendo jardinero, don Jacinto Ugarte. Yo le pregunté una tarde qué pasaba si se enfermaba, porque le dolía la rodilla. Y me respondió que él no podía enfermarse. Me impresioné mucho. Y ahora entiendo más. Así de dura sigue siendo la vida en Lima para algunos de nuestros conciudadanos y conciudadanas. No hay que perder la capacidad de indignarse y, como dice el autor, lo más peligroso es acostumbrarnos a esta situación, asumir que los responsables son las personas y que la vida es siempre así de injusta. 


			Gran libro, en el que he aprendido mucho de mi ciudad, de mí misma y de nosotros como habitantes de la misma urbe.


			Dra. Pepi Patrón
Vicerrectora de Investigación
PUCP


			


			

				

					1	La República, 1-7-2001, «Don Luis Bendezú, el rostro de millones subempleados marginados de la ley de Trabajo».


				


			


		




		

			Introducción


			Año 2001. Después de una década de autoritarismo se convocó a elecciones luego de varios acontecimientos que remecieron la política peruana. El gobierno de Alberto Fujimori (1990-2000) había caído el año anterior en medio de graves denuncias de corrupción, manipulación de las elecciones y actos de violencia; hechos agravados por su polémica renuncia enviada desde la ciudad de Tokio por fax. El presidente constitucional Valentín Paniagua asumió el cargo el 22 de noviembre del año 2000 y convocó a elecciones, en las cuales salió elegido Alejandro Toledo, quien ocupó el mando desde el 28 de julio del año 2001 hasta el mismo día del año 2006.


			Desde ese 22 de noviembre el ambiente se llenó de optimismo, al igual que en el momento vivido el año 1980, cuando se efectuó la salida de los militares del poder. Se pensaba que, con el retorno de la verdadera democracia, la independencia de poderes, la justicia social y la lucha contra la corrupción, por fin sería posible el desarrollo económico para las mayorías de nuestro país. Por ejemplo, así lo expresaron un par de niños originarios de Cajamarca y residentes solo un mes en la ciudad, al ser entrevistados por el diario Liberación el día en que Toledo asumió el mando, con el objeto de conocer sus impresiones ante ese hecho. Rosello Soto, de escasos siete años, y Lucía Huapaya, solo un año mayor, vendedores de dulces en la Plaza de Armas, señalaron con optimismo que el nuevo gobierno los ayudaría a salir de la pobreza. Lucía consideró que el presidente: «es cholo como yo, mi papá y mi abuelo. Yo quiero ser cocinera y también estudiar enfermería. Dice mi papá que él nos va a ayudar y yo le creo porque además me gustaría quedarme en Lima».


			Dos niños que ni sumando sus edades llegaban a la mayoría de edad mostraban su esperanza de que esta vez sí dejarían de ser pobres, quizá como sus padres, quizá como sus abuelos, o aún más atrás. Trabajadores de las calles con ilusiones, como miles antes que ellos, su pequeña pero reveladora historia se convierte en el punto de entrada de este libro.


			Este texto enfrenta la ardua tarea de historizar las formas de supervivencia que se utilizaron en las calles entre las décadas de 1980 y 2000. Lo primero es evitar el uso del término «trabajo callejero» de forma acrítica, el cual es correcto en cuanto a su significado literal, pero incorrecto en cuanto a la memoria y dignidad de quienes recurrieron a estas maneras de ganarse la vida. Las personas que trabajaron en las calles no eran ‘callejeras’ en el sentido moral del término. La calle se convirtió en el espacio para trabajar, no porque fuera el mejor de los mundos, sino porque permitió el contacto entre una demanda que necesitaba ser abastecida y una oferta compuesta por miles de personas necesitadas de obtener su sustento. Ni una ni otra se explica por separado; por ejemplo, el ambulante no existe sin la mano, no siempre amable, del comprador. Así, en las siguientes páginas, cuando aparezca la palabra ‘callejero’ o ‘callejera’ solo se hace con referencia al espacio que se ocupa, sin ninguna connotación moral o de clase. Como señala Mario Barbosa —en un libro al cual estas páginas le deben mucho—, se trata de estudiarlos «como trabajadores, no como delincuentes o marginales», analizar sus actividades económicas «en las calles a partir de sus características particulares, como alternativa de sobrevivencia para una amplia capa de los sectores populares» (2008, p. 15). El que ellos usen el espacio público para sobrevivir y autorregulen su tiempo no elimina su categoría de trabajadores. Además, como se observa en otras realidades, con frecuencia su labor también consiste en transformar y dar valor agregado a las mercaderías. Los vendedores de verduras y frutas escogen y seleccionan los productos, los cocineros transforman los ingredientes y los que venden manufacturas en las calles son a veces los propios fabricantes (Mendiola, 2017, pp. 12-13). Con más claridad:


			[…] se busca establecer cómo sobrevive esta población a partir de unas actividades de subsistencia en un espacio abierto y cómo se apoya en redes de intercambio recíproco y en prácticas sociales particulares. Se busca establecer de forma general cómo sobreviven en medio de las precarias condiciones sociales, de una infraestructura insuficiente y del rechazo hacia sus actividades económicas y sus formas de vida (Barbosa, 2008, p. 15).


			Si bien la historia de la venta callejera o de los oficios que se ejercen en la calle es muy antigua en el mundo, en América Latina y en el Perú, la llamada ‘década perdida’ (1980-1990) fue tristemente pródiga en la aparición de diversas y precarias formas de supervivencia. La grave crisis económica causada por la deuda externa, los ajustes inspirados o exigidos por el Fondo Monetario Internacional y la implacable aplicación de las políticas neoliberales tuvieron como consecuencia un retroceso económico que se expresó en el aumento de la pobreza y la caída del PBI per cápita en toda la región. No es el objetivo de esta introducción, ni del libro, poner en discusión si debieron o no aplicarse estas medidas, que en el caso peruano se implementaron de forma consistente desde el año 1990. Más allá de los beneficios que se esgrimen a favor de ellas, lo concreto e inocultable es que las personas y familias pobres que vivieron esos tiempos sufrieron inmerecidamente las consecuencias de políticas económicas que solo tendrían resultados, cuando los hubo, para sus nietos. Mientras tanto, entre los años ochenta —o incluso antes en el Perú— y el año 2000, los pobres tuvieron que ingeniárselas para alimentarse y brindar educación y bienestar a sus familias, en medio de una creciente inseguridad y violencia urbana.


			El reto mayor de estas páginas es sobrepasar el límite fácil y atractivo de lo truculento, de lo anecdótico basado en el drama humano. Las fuentes consultadas muestran con detalle muchas historias de dolor y esperanza, de trabajo y solidaridad, como también de desesperación y angustia. El objetivo de este libro es tratar de mantener la historia personal, pero al mismo tiempo comprenderla desde una perspectiva mucho mayor, que permita profundizar la evolución de la sociedad limeña de las últimas décadas y su rostro actual.


			Este libro no afronta el estudio de algunas personas que por diversas razones fueron consideradas peligrosas para la sociedad, como ladrones y prostitutas. Su marginalidad impide que sus voces sean registradas por las fuentes, como sí sucede en el caso de otras actividades ejercidas en el espacio público. Además, el enfoque de este libro se concentra en la llamada «informalidad», de la cual son parte muchas actividades en las calles, pero que no deben identificarse automáticamente con la ilegalidad que rodea las formas de vida de los marginales de la ciudad. Así, sus historias aparecerán de forma incidental en estas páginas, porque este trabajo se concentra en aquellas personas que buscaron ganarse la vida en las calles, sin ejercer actividades consideradas marginales o delictivas desde su punto de vista. Ojalá en algún momento se pueda contar también la historia de las personas que han sobrevivido y aún viven dentro la marginalidad, quienes, sin importar la manera en que son percibidos, también son habitantes de nuestra ciudad.


			La informalidad económica tiene varias interpretaciones —más adelante veremos las principales corrientes de análisis—, pero es bueno establecer cuál es el punto de partida de este libro. Como señala J. M. Burt, el Estado peruano nunca fue fuerte, como otros de América Latina: 


			[…] con frecuencia carecen de la capacidad para regular plenamente sus sociedades y a menudo encuentran resistencia social al extraer recursos a través de tributos y otros mecanismos, no mantienen un monopolio de la violencia y el empleo de esta por parte del Estado es usualmente rechazado y percibido como ilegítimo; y con frecuencia no garantizan el ejercicio de los derechos ciudadanos para todos los miembros de su comunidad política (Burt, 2009, p. 30).


			Esta característica ‘endémica’ del Estado en el Perú se agravó durante la década de 1980. Si bien el proyecto de construcción del Estado-nación dirigido por los generales Juan Velasco Alvarado (1968-1975) y Francisco Morales-Bermúdez Cerruti (1975-1980) intentó fortalecer los recursos y la capacidad de gestión estatal, la crisis del petróleo, los enfrentamientos con diversos sectores de la población y las discrepancias entre los propios militares, además de otros factores, causaron la quiebra del proyecto y su rápido abandono. El retorno de la democracia significó una nueva esperanza, pero lo que Fernando Belaunde (1980-1985) recibió fue un Estado en quiebra, con escasos recursos y con muchas demandas que enfrentar, lo que lo superó largamente. Aunque la capital pudo contar con algún control eficiente por parte de las autoridades, dada la cercanía con el poder, durante la década de 1980 aparecieron las denominadas por Burt (2009) «zonas grises» no controladas eficientemente: «En estos casos, las instituciones del Estado podrían haberse visto obligadas a replegarse debido a una crisis fiscal, una alteración política, violencia insurgente […] el repliegue del Estado crea nuevas oportunidades para que otros actores establezcan sus propias estructuras de dominación y legitimidad» (p. 32). Desde mi perspectiva, las calles y plazas de la capital se convirtieron en una enorme ‘zona gris’ que permitió el surgimiento de nuevos actores que disputaron a las autoridades el control de los espacios públicos.


			En ese sentido es evidente que la difusión del comercio informal no se produjo por el exceso de reglamentación de un Estado que controlaba el acceso al mercado, tal como argumentó Hernando de Soto (1986). Otras propuestas se habían fijado en la crisis económica y su consecuencia más visible, el desempleo, como la piedra de toque que explicaría el surgimiento de la informalidad2. Por otro lado, el trabajo pionero de Romeo Grompone (1985) se concentró en las relaciones sociales y las identidades urbanas que surgieron a partir del crecimiento de la economía informal. Sin entrar en detalles que más adelante se profundizarán, el impacto de la crisis y su relación con la informalidad no tiene su factor esencial en el desempleo. Las fuentes utilizadas en este libro revelan otro escenario: el derrumbe de la capacidad de gestión y control por parte del Estado, tanto a nivel nacional como local. Si bien el incremento de la migración y de la población urbana pusieron en jaque a las posibilidades de brindar servicios públicos adecuados, desbordando al Estado, no es menos cierto que los gobiernos locales no pudieron gestionar la ciudad por la escasez de rentas, las huelgas causadas de la caída de salarios y el poco apoyo que podían encontrar en el gobierno central, agobiado por problemas más graves3. 


			Este libro propone que la ampliación de la informalidad económica y el aumento de los vendedores ambulantes durante las décadas de 1980 y 1990 fueron el resultado de dos procesos, productos de la crisis económica, y que no han sido relacionados de manera conjunta como parte de las explicaciones de esas transformaciones. El primer proceso fue la brutal caída de los ingresos reales que obligó a la población a adquirir productos al menor costo posible. Esta necesidad fue cubierta por los ambulantes gracias a la facilidad con la cual se podían adaptar a la demanda por sus bajos costos y flexibilidad, lo cual explica la rapidez de su expansión. La crisis económica se expresó en una demanda duramente comprimida por políticas de ajuste que no tuvieron mayores resultados hasta la década de 1990. La disminución del salario real en proporciones nunca vistas —que esperamos nunca más vivir— deprimió la capacidad de consumo de todos los estratos sociales, lo que creó una demanda que buscaba el menor precio posible. Como señala Miriam Granados, el comercio ambulatorio es una respuesta a


			[…] la fragmentada y compleja estructura de la demanda en la ciudad de Lima. La deterioración [sic] de las condiciones económicas de la población y los cambios en los patrones de demanda han tendido a priorizar este mercado, de pequeña escala de operaciones y stock y de gran flexibilidad y variedad. Hemos visto que debido a su ubicación central y a la diversificación de bienes y servicios que ofrece a precios relativamente menores, el comercio ambulatorio cumple la función de proveedor (de venta minorista) de las clases populares. En efecto, la venta ambulatoria posibilita la distribución de una serie de mercancías, a las cuales no tendrían acceso los sectores de bajos niveles de ingreso (Granados, 1997, p. 60).


			Esta perspectiva trata de incorporar la demanda dentro del análisis, no solo quedarse en la oferta, la relación con el Estado o el impacto urbano. Así, durante el periodo estudiado en esta investigación la crisis económica exigió la reconstrucción de las cadenas de abastecimiento entre productores, grandes importadores y público consumidor, proceso en el cual los ambulantes —y otros personajes que trabajaban en las calles— se mostraron muy eficientes para satisfacer a la población. Así, entre la empresa formal o semiformal (que elude algunas regulaciones) y el comprador final, se extiende una cadena de intermediaciones con diversos grados de informalidad en la cual el vendedor de las calles es uno de los eslabones, pero no el único. Un aspecto que se deriva de esta perspectiva es la necesidad de incorporar la óptica de los compradores del comercio en las calles, sus representaciones e imaginarios, algunos de ellos plasmados en los medios de comunicación. Por ejemplo, en los medios de prensa, según Monnet, frecuentemente se confunden los conceptos de informalidad, ambulantes, oficios callejeros, ilegalidad y marginalidad, y se utilizan estas representaciones en función de ideologías políticas o políticas públicas (2005, p. 45)4. 


			Estos hechos se desarrollaron en contacto con un segundo proceso, un contexto favorable a la ocupación informal de las calles por causa de la debilidad del Estado, el cual, al no lograr controlar los espacios y no cubrir adecuadamente los servicios públicos, facilitó el surgimiento de nuevos actores al amparo de estas zonas grises. Por ejemplo, la caída de los recursos de los municipios, entre otros elementos, ocasionó graves problemas para la administración de la capital. Arbitrios y tributos impagos, mientras los salarios que pagaban los distritos aumentaban con la espiral inflacionaria, trajeron como consecuencia constantes déficits en los presupuestos municipales, hecho que se expresaba en la deficiente seguridad, calles en mal estado y la acumulación de basura, entre otros problemas. Los municipios fueron incapaces de mantener el orden en la ciudad y hacer cumplir las reglamentaciones urbanas, lo que permitió la consolidación del fenómeno ambulatorio. Este proceso se evidencia en la ambigüedad con la cual se abordó el problema del comercio en las calles: no se supo si reprimirlo, regularlo u obtener beneficios para los municipios por medio de rentas o venta de quioscos. Por otro lado, esto explica la facilidad con la cual se difundió el comercio ambulatorio. La capacidad de hacer cumplir las disposiciones fue, por decir lo menos, muy difícil por causa de la falta de recursos y el progresivo fortalecimiento del ambulante en las calles, gracias al servicio que brindaba y las ambigüedades de las políticas municipales que oscilaban entre la tolerancia, el aprovechamiento y el rechazo5. Al ejercer los municipios una política dubitativa por su falta de capacidad para cumplir la ley, los ambulantes, entre otros trabajadores de la calle, lograron organizarse, negociar y proponer soluciones a las autoridades. En pocas palabras, exigieron la presencia de un Estado que respete, les conceda, regule y proteja su derecho a ganarse la vida honestamente. Este contexto facilitó la evolución de las prácticas de los ambulantes. Por ejemplo, Miriam Granados, en una estupenda investigación realizada a mediados de la década de 1990, estableció un itinerario de cómo evolucionaron los ambulantes del centro de Lima. En primer lugar, su estrategia se concentró en permanecer en las calles apropiándose de lugares comercialmente ventajosos; luego pasaron a «otro nivel de estrategias, las que involucran la coalición o el enfrentamiento con el resto de actores sociales e institucionales, concurrentes en el mismo espacio urbano. Todas estas, estrategias necesarias para garantizar su producción y reproducción» (Granados, 1997, p. 39).


			La difusión del comercio ambulatorio, eje de este libro, junto con otras actividades en las calles, no solo causó problemas a las autoridades en cuanto al gobierno de la ciudad. Su impacto mayor fue el cuestionamiento de los imaginarios oligárquicos-criollos de la capital. Entre los años ochenta y la primera década de este siglo se disolvió lo que se consideraba la ‘tradición’ limeña, sin que surja un nuevo discurso que tuviera la fuerza para homogeneizar la cultura urbana con nuevos símbolos producto de la migración, la crisis y los nuevos actores. Además, este proceso se desarrolló en el momento en que Lima era atravesada por graves problemas de salud pública, ordenamiento, calidad de vida y seguridad. Como plagas bíblicas, una tras otra las dificultades emergían en las calles de la capital, lo que contribuyó a generar una imagen de decadencia urbana y de destrucción que caló muy hondo entre los limeños de esa época. 


			Un impacto de estas transformaciones, resultado de la crisis económica, la debilidad del Estado central y gobiernos locales, las necesidades de los consumidores y la búsqueda de formas de supervivencia de miles de limeños, es que en este proceso de cambio social se diluyeron, hasta el punto de casi desaparecer, las diferencias de clase, lo que generó una angustia mayor en los imaginarios urbanos. En la década de 1980, con una intensidad no vista antes, todos los sectores sociales, clases baja, media y hasta alta, recurrieron a la informalidad y la venta en las calles para agenciarse recursos. Todos se empobrecieron de una manera u otra, el fantasma de la miseria rondó muchas familias, especialmente en la clase media limeña. En ese tiempo observar a alguien que vendía objetos en la calle no significaba que el vendedor fuera necesariamente un pobre, si por esto entendemos el caso de quien carece de lo necesario para sobrevivir. Muchas personas vendían por razones diferentes a la supervivencia, pero lo relevante es que ocupaban y utilizaban las mismas estrategias de los más pobres de la ciudad. Además, con el empobrecimiento de la época y la gama de estrategias de supervivencia, no era posible distinguir entre un orate, un reciclador de desperdicios, un mendigo, un drogadicto o, incluso, un desempleado en desgracia; a todos ellos se les podía encontrar hurgando entre los basurales. Este proceso fue acompañado de otros más que contribuyeron a hacer de las calles un espacio de conflicto: el deterioro del sistema de transporte urbano y el paulatino desmontaje de las viejas jerarquías de etnia y clase amplificaron la sensación de caos urbano (Martuccelli, 2015, p. 104).


			En este angustiante y surrealista escenario, las actividades en las calles fueron perseguidas por diversas causas: salud pública, evasión tributaria, seguridad, etcétera. Sin embargo, algunas de ellas por diversas razones lograron consolidarse y ser aceptadas por las autoridades. Ciertas actividades en las calles representaban lo que se creía o se ‘inventó’ como tradición, otras fueron las más eficientes para cubrir la demanda, pero todas, en general, tuvieron que negociar su estatus con las autoridades (Granados, 1997, p. 94). Este proceso se hizo más notorio a partir de la gestión municipal de Alberto Andrade Carmona (1996-2002), quien retomó el imaginario criollo de la capital, no de forma excluyente, sino como base aglutinante de la identidad peruana. Durante su mandato, se logró desalojar a los ambulantes de diversos puntos de la capital, pero esto, como veremos, no significó una mejora en la seguridad. De este modo, el itinerario mostrado sustenta el corte temporal de este libro, cuyo inicio, en el año 1980, coincide con el estallido de la crisis económica y el reinicio de la democracia, mientras que el proceso de conflictos y reconstrucciones se cierra con el discurso criollo plasmado durante el mandato de Andrade a fines del siglo XX. 


			Más o menos hacia el año 2005, al observar las calles de la ciudad —especialmente en la siempre congestionada avenida Javier Prado— pude apreciar la existencia de un pequeño contingente de vendedores que ocupaban las pistas y que, al amparo de la demora en el tráfico, ofertaban todo tipo de productos. Además, noté que los bienes que ofrecían no eran los mismos a lo largo del día: por ejemplo, mientras por las mañanas y tardes vendían bebidas y algunos alimentos rápidos, al caer la noche vendían juguetes, adornos, flores, etcétera, oferta dirigida a los cansados viajeros que podían llegar a casa con algo con que alegrar la vida a sus familias. Los vendedores conocían perfectamente el mercado y características de sus compradores6. Cualquier limeño contemporáneo podría dar fe de esta realidad, más compleja de lo que este libro puede mostrar. Las líneas de transporte son el mercado ambulante que utilizan los vendedores para una gran variedad de productos, suben y bajan todo el día de los vehículos, donde ofertan golosinas y bebidas, pasando por lapiceros, plumones, hilos, folletos, etcétera. El producto más original que se podía obtener en esas calles era un adorno en forma de una carabela de madera de regulares dimensiones, el cual era exhibido por el vendedor a los automovilistas; el objeto en venta más extraño que observé al interior de una unidad de transporte fueron alicates. Recuerdo haber pensado que no creía posible que alguien estuviera pensando: «Me faltan alicates», pero mi escepticismo se derrumbó rápidamente al observar varias manos que se levantaron para solicitar el producto, incluida la mía. 


			Imaginé que estos vendedores —conocidos como «pisteros»— como veremos más adelante, no solo representaban una incomodidad urbana que detenía o complicaba el transporte público o incrementaba la inseguridad; por el contrario, cumplían una función muy antigua, pero que con los cambios de principios del siglo XXI se había adaptado a la nueva vida de las grandes capitales: facilitaban la vida de los conductores y peatones, eran una oferta móvil para una demanda igualmente móvil. Con este punto de partida elaboramos un proyecto de investigación multidisciplinario con el objetivo de comprender esta realidad desde su presente, pero sin descuidar su larga trayectoria histórica. Gracias a las facilidades de investigación que la Pontificia Universidad Católica del Perú otorga a los docentes, José Ragas, Martín Monsalve y yo, en el año 2007 presentamos un proyecto de investigación bajo mi dirección, Los rostros de la calle. Tácticas y supervivencia de nuevos actores sociales en el mundo urbano. Una aproximación (Lima, 1980-2005), y una segunda parte, Rostros de la calle (II). Representaciones audiovisuales y percepción de las actividades informales en Lima (1980-2005), en 2008; los cuales fueron generosamente financiados por la Dirección Académica de Investigación (DAI), que hoy funciona bajo el nombre de Dirección de Gestión de la Investigación (DGI). Además, el proyecto contó con el trabajo como asistentes de María Elena Gushiken, Luis Miguel Silva-Novoa, John Sifuentes, Ignacio Vargas Murillo y Raúl Silva, en ese entonces estudiantes de antropología, sociología e historia. 


			El método de investigación abordó tres frentes simultáneos. En primer lugar, un trabajo de campo destinado a comprender la manera en que se realizaban las labores en las calles. Esto trajo como resultado una serie de entrevistas y material fotográfico dedicado a algunos oficios, como emolienteros, fotógrafos de plazuelas, vigilantes de las calles y vendedores en las pistas. Se decidió entrevistar a estos personajes para recopilar la historia de vida de quienes se dedicaban a actividades de antigua data (emolienteros y fotógrafos) y de otros que parecían haber surgido en las últimas décadas. Un segundo punto fue completar una encuesta acerca de la percepción de los ambulantes en el público en general, organizada de forma tal que cubriera diversas zonas de la ciudad. Los materiales recopilados desde ambos frentes se usan fundamentalmente en la última parte de este libro. El tercer aspecto fue una amplia recopilación documental de fuentes hemerográficas y visuales. Evidentemente el volumen de periódicos y revistas disponibles es demasiado extenso como para pretender revisarlos día por día. Aunque sería lo ideal, es poco viable con los tiempos y costos de investigación contemporáneos. La decisión que se tomó fue revisar los principales diarios entre 1980 y 2001, con un corte cada tres años, especialmente porque coincidía con el año electoral municipal, que usualmente genera mayor volumen de noticias, quejas y exigencias7. Este corte permite abarcar más rápidamente el periodo y definir con seguridad una tendencia que, espero, pueda ser confirmada con investigaciones más detalladas —en el mejor de los casos— o matizada y hasta corregida si se amerita. 


			Posiblemente una crítica que se podría lanzar, con alguna razón sin duda, es la idoneidad de los periódicos para abordar este tema. En este trabajo los diarios son una fuente muy importante, pero no es la única que se utiliza. También se incorporaron algunos documentos oficiales y entrevistas, especialmente en la parte final, pero, los diarios permiten conocer la percepción del problema y en algunas oportunidades la voz de los actores. En ese sentido, los periódicos permiten acercarnos a los imaginarios urbanos; esos supuestos que «no se cuestionan, lo que se supone que existe, aquellos aspectos y fenómenos y características que se asumen por parte de los sujetos como naturales, porque han sido integrados, entrelazados, en el sentido común» (Lindón, 2007, p. 9). Estos imaginarios tienen capacidad de influir en la conducta de los demás, se construyen «a partir de discursos, de retóricas y prácticas sociales. Una vez construidos tienen la capacidad de influir y orientar las prácticas y discursos, sin que ello implique que quedan inmóviles» (p. 10). Como señala Raúl Silva, los periódicos seleccionan la información, pero 


			aun cuando sus líneas editoriales correspondían a posiciones ideológicas divergentes (marxismo y liberalismo), periódicos como El Diario de Marka, La República, El Comercio, Expreso, El Correo y Extra, coincidieron unánimemente en objetar críticamente la presencia de esta nueva población, [migrante y ambulante] siendo relacionados, si no responsabilizados directamente con otros problemas que aquejaban a la ciudad, como su decadencia estética, insalubridad, escasez de alimentos, caos vehicular e inseguridad ciudadana, y por otro lado, con ciertos atributos de carácter socio-económico y étnico, es decir, pobres y provincianos (Silva, 2007, p. 1).


			Si bien la información de los diarios puede ser tendenciosa, como señala Silva —quien trabajó varios meses recopilando la información—, esta resulta muy útil para recuperar la vida cotidiana del trabajador de las calles como personaje histórico concreto e individual, con sus datos personales, educación, tipo de ocupación, expectativas sociales y políticas, características del oficio, etcétera (p. 2). Además, los diarios trasmiten la opinión de un sector de la población y ofrecen un vasto y rico testimonio gráfico que ha servido para reafirmar las impresiones que se obtienen desde otras fuentes. Esto no nos libra automáticamente de los peligros, pero es imposible hacer la historia del trabajo en las calles sin recurrir a este tipo de fuentes.


			Este trabajo se divide en tres partes y un epílogo que hace las veces de reflexión final. En la primera parte, compuesta de cinco capítulos, se exponen las diversas interpretaciones de la informalidad, las ventas en las calles, las características de los ambulantes y su expansión en el escenario urbano. Además, se analizan las diversas políticas municipales y su relación con los cambiantes contextos económicos. La segunda parte, compuesta de dos capítulos, desarrolla los imaginarios urbanos y cómo los afectaron los cambios sociales y culturales de la época, dentro de un entorno urbano marcado por la decadencia de la ciudad y el grave deterioro de la calidad de vida. La tercera parte, desarrollada en tres capítulos, analiza las razones de la supervivencia del trabajo en las calles, la presencia de nuevas actividades y la forma en que se negoció su consolidación. Por último, el epílogo reflexiona acerca de las políticas aplicadas por Andrade y su relación con la consolidación de un imaginario criollo. 


			A principios del siglo XXI, don Luis Bendezú, un anciano cargador de bultos, declaró que trabajaba cerca de doce horas por unos diez soles al día (más o menos tres dólares); él era consciente del abuso, «pero como no hay trabajo no me queda otra que soportarlo. Total, aunque sea los diez soles me alcanzan para alimentar a mis dos pequeños hijos»8. Don Luis era un verdadero sobreviviente de las calles y de todas las crisis. Seguro no hay ninguna ciudad en el mundo que se libre de estos problemas, pero más que los hechos mismos, que en algunos casos producen una justa indignación, lo más peligroso es acostumbrarnos a esta situación, asumir que los responsables son las personas y que la vida es siempre así de injusta.


			Este libro está dedicado a vidas como la de don Luis, a trabajadores esforzados, honestos, que viven buscándose diariamente el sustento, vidas frágiles que dependen de su ingenio, de su fortaleza y del azar. Si bien es poco probable que don Luis se entere de que es protagonista de una historia mayor —ojalá él o sus descendientes lo sepan algún día— la reflexión que lanzó en la nota, tan simple como conmovedora, es la esencia que guio la escritura de estas páginas: «Imagínese si me enfermo».


			


			

				

					2	El principal conjunto de autores que defendió esta propuesta estuvo compuesto por Daniel Carbonetto, Jenny Hoyle y Mario Tueros y se puede analizar en su libro Lima. Sector informal (1988).


				


				

					3	Casi al final de la investigación pude consultar el excelente estudio de Granados (1997), donde la autora llega a la misma conclusión a partir de su trabajo de campo. Además, varias de mis propuestas coinciden con sus hallazgos de mitad de la década de 1990.


				


				

					4	Para una discusión más amplia del concepto «metropolización», véase Bensús (2012).


				


				

					5	Este tipo de política ambigua también ha sido observada en otras latitudes. Véase Bromley (2000).


				


				

					6	En México se registra la misma situación (Mendiola, 2017, pp. 12-18).


				


				

					7	Lamentablemente, los documentos en el Archivo Histórico de la Municipalidad de Lima (AHML) referidos a mercados y comercio ambulatorio durante este periodo aún no están disponibles, todavía se encuentran en uso en los archivos intermedios.


				


				

					8	La República, 1-7-2001, «Don Luis Bendezú, el rostro de millones de subempleados marginados de la ley de Trabajo».


				


			


		




		

			Parte I
La ciudad, la crisis y los ambulantes


		




		

			Capítulo 1
Un largo debate
Definiciones del sector informal urbano


			Propuestas y discusiones


			Según diversos estudios, la preocupación acerca del surgimiento de esta nueva forma de participación económica, el sector informal urbano, comenzó desde los primeros años de la década de 1970, especialmente luego de la publicación de una investigación dedicada a los mercados laborales en el África (Pok & Lorenzetti, 2007). El tema se convirtió rápidamente en objeto de interés académico, especialmente para instituciones como la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la cual desde 1972 buscaba comprender la evolución e impacto del capitalismo en las zonas llamadas periféricas. Desde esa fecha no han cesado de presentarse diversas publicaciones dedicadas a estudiar a este sector, que abarcan una gran dimensión de regiones y de subtemas9. 


			La aparición del sector informal urbano más allá de las zonas periféricas, especialmente en Europa y en los Estados Unidos, renovó el interés en comprender sus características. Así, se pueden registrar estudios en diversos lugares del mundo, los cuales muestran que este problema ha dejado de ser exclusivo de las llamadas economías en vías de desarrollo o que sufren de constantes crisis económicas. En América del Sur, países que en la década de 1980 parecían alejados de este tipo de problemas, como Argentina, Chile o Uruguay, por diversas causas, desde la última década del siglo XX, comenzaron a registrar la presencia de un pujante sector informal urbano, lo que motivó una serie de estudios acerca de la economía informal10. Un informe del año 2000 reconoce que este problema afectaba en diverso grado a las economías de todo el mundo: el porcentaje de participación del sector informal urbano en el PBI oscilaban entre el 40 y 60% en América Latina, y entre el 8 y 25% en las regiones desarrolladas (Europa, Japón y Estados Unidos)11. 


			De este modo, el problema dejó de ser una preocupación exclusiva de los llamados países en tránsito al desarrollo o de desempeño económico por debajo de la media mundial. En el contexto de América Latina, en Argentina —que no padecía del fenómeno masivo de la informalidad— por ejemplo, se incrementó el porcentaje de trabajadores por cuenta propia de 7% de la PEA en 1947 a 12,5% en 1960, 19,4% en 1980, 22,4% en 1991 y 20,3% en el año 2000; incluso el 6,3% de estos trabajadores se encontraba dentro de las ventas ambulantes (Donaire, 2007, p. 58). En Chile, a principios del siglo XXI el sector informal urbano ocupaba el 32% de la mano de obra empleada en el sector urbano, mientras que se registraba un 57% en el caso boliviano12. La expansión del fenómeno en regiones desarrolladas, o que no habían sufrido masivamente su presencia, ha contribuido de manera decisiva a que el debate acerca de su surgimiento y características se renueve constantemente.


			Se pueden organizar las interpretaciones en tres vertientes13. La primera de ellas, de corte estructuralista, fijó su atención preferentemente en la relación existente entre el surgimiento de la economía informal y la producción moderna o capitalista de cada lugar14. Como reconoce José M. Candia, esta perspectiva tuvo el mérito de abandonar el concepto de marginalidad propuesto anteriormente por Aníbal Quijano (2003). El peligro de esta última propuesta es que no permite establecer la articulación entre el sector informal urbano y el resto de la economía, considerándola un producto anómalo, literalmente ‘secretado’ por el sistema15. La perspectiva estructuralista considera que la incapacidad del sector moderno para absorber la mano de obra y proveer de empleo a la creciente migración campo-ciudad es el factor trascendental que explica el surgimiento de un sector informal urbano (Cortés, 1988, p. 43). Esta propuesta fue enriquecida con diversos estudios que mostraron la funcionalidad y articulación de este sector con el resto de la economía; el sector informal urbano permitía la reproducción a bajo costo de la mano de obra y la producción de bienes y servicios16. Como resultado de esta perspectiva, el sector informal urbano se definió como «las pequeñas unidades de producción y distribución de bienes y servicios», generalmente ubicadas en los países en desarrollo, «con manejo de mano de obra familiar, de escasa tecnología y bajo capital» (Pok & Lorenzetti, 2007, p. 8). La insuficiencia de esta propuesta ha sido ampliamente discutida. Los vacíos más evidentes son la ausencia del Estado en el análisis y la hipótesis no siempre verificada de la falta de opciones laborales de quienes se incorporaban al sector informal (Pinilla Cisneros, 2004). Finalmente, esta definición tan restrictiva del sector informal urbano dejaba fuera del campo semántico del concepto a las grandes empresas que decidían subcontratar o mantener parte de sus actividades fuera de la economía formal. 


			La segunda perspectiva está inspirada en la economía neoinstitucional que enfatiza el costo de transacción en las actividades económicas. En este caso, es un autor de origen peruano, Hernando de Soto, quien realizó uno de los aportes más influyentes, con la publicación de su estudio acerca del sector informal en la ciudad de Lima. De Soto desestima casi totalmente los factores estructurales —como el modelo de desarrollo o el desempeño macroeconómico— y se preocupa del papel del Estado en las economías latinoamericanas de origen colonial y su ineficacia para llevar adelante la modernización económica17. Al contrario que los estudios estructuralistas de inspiración marxista, De Soto considera que el Estado ha tenido históricamente demasiada injerencia en la economía y que los gobiernos latinoamericanos han sido manejados por intereses mercantilistas alejados del espíritu liberal que fomenta la libertad de empresa. Por ejemplo, el Estado peruano, caduco y arcaico, desde la segunda mitad del siglo XX se mostró claramente incapaz de ofrecer las reglas apropiadas para dinamizar la economía, dedicándose a proteger por medio de engorrosas barreras legales los derechos económicos de una minoría, la cual siempre se las ingeniaba para mantener fuera del juego a quienes sí eran capaces de tener la iniciativa económica. 


			La propuesta de Hernando de Soto se nutrió de otras investigaciones desde la década de 1960 dedicadas a las barriadas y su capacidad de autogestión, especialmente los trabajos mundialmente conocidos del arquitecto John Turner (1963) y del antropólogo William Mangin (1967). De acuerdo con Ana María Fernández-Maldonado, Turner visitó Lima entre 1957 y 1965, y mostró al mundo académico que las barriadas no eran lugares solo de delincuencia y marginalidad, y en 1968 Mangin y Turner publicaron un ensayo conjunto en que ensalzaron la lucha de los habitantes por conseguir una propiedad, conservarla y prosperar (Fernández-Maldonado, 2015, p. 5). Ambos autores, especialmente Turner, abogaron por la defensa de este proceso autogestionario ante la ineficiencia de la inversión estatal, antes que la erradicación de las barriadas; el arquitecto afirmó que «el movimiento barrial era un vehículo para el desarrollo local, la integración de la comunidad y, más aún, para la realización personal» (Fernández-Maldonado, 2015, p. 7)18. 


			En la década de 1980 y con el progresivo derrumbe mundial del estado de bienestar expresado en la cada vez menor inversión pública, De Soto criticó el costo que supone la excesiva reglamentación y burocratización del Estado, tanto a nivel central como local19, las cuales dificultan el acceso al mercado y elevan innecesariamente los costos de la formalidad, razón por la cual los actores, en un análisis costo-beneficio, optan por mantenerse fuera de la legalidad20. Estos hechos explicaban el auge de la construcción informal, que hacía que los poseedores de los lotes, ante el elevado costo de las licencias y de la pérdida de horas/hombre de los trámites, optaran por desarrollar su vivienda al margen de las engorrosas regulaciones estatales y no pudieran valorizarla en el mercado.


			En ese sentido, la definición de economía informal de Hernando de Soto abarca a las actividades económicas no delictivas que se realizan al margen del ordenamiento jurídico, tanto por desconocimiento como por la incapacidad real de cumplimiento21. Sin embargo, como señala Javier Iguíñiz, si la violación del ordenamiento jurídico es económicamente rentable, ¿por qué sería deseable incorporarse a la legalidad? La respuesta del Instituto Libertad y Democracia (ILD) a esta interrogante es insuficiente y contradictoria: porque la informalidad trae demasiados costos, producto de la exclusión de los beneficios de la formalización, reservados a quienes se aprovechan mercantilistamente del mercado (Iguíñiz, 2008, p. 12)22.


			Un aspecto positivo de esta propuesta es que permite recuperar la decisión de los actores, quienes antes de ser solo víctimas pasivas de los factores estructurales de la economía, cuentan con capacidad de elección23. Sin embargo, un aspecto de esta propuesta claramente desconcertante y contradictorio es, como señaló Flores Galindo (1988), la ausencia de personas concretas en su análisis. Es paradójico cómo De Soto presenta a los informales como defensores del libre mercado24, de la iniciativa individual y del progreso, mientras que prácticamente no muestra a ninguno con su nombre y apellido: son personas anónimas. Abundan las denominaciones genéricas: ‘el ambulante’, ‘un dirigente’, etcétera. 


			Tal vez se podría objetar que los entrevistados tienen derecho a conservar su anonimato, pero en el propio diseño de las encuestas aplicadas como base de su estudio se nota esta práctica contradictoria: «Nuestro censo se limitó a contar el número de vendedores y el de puestos y a clasificarlos según el giro principal del negocio, el tipo de infraestructura y el sexo y la edad de los vendedores. Puesto que solo se hizo por observación, la edad es un dato puramente referencial, basado en la apreciación de los censadores» (Alonso, 1989, p. 28). Entre las personas que se ganaron el derecho a tener un nombre en el libro se encuentran los traficantes de terrenos, los ladrones, los dirigentes detenidos por terroristas y otras personas que no se destacaban por ser partidarias del libre mercado25. Los anónimos son los comerciantes, los artesanos, pequeños talleristas y trabajadores, justamente aquellos a quienes probablemente sí les hubiera gustado ser reconocidos como emprendedores, con su nombre y apellido. 


			Así, al no reconocer su identidad como actores de su propia historia y mostrar su existencia solo a partir de la observación y de controladas entrevistas grupales, esta propuesta no permitió que la experiencia de los propios interesados fuera incorporada adecuadamente. Para el ILD el drama de estas personas consistía en ser víctimas de un Estado mercantilista que obstruía su progreso; sus nombres o condiciones de vida importaban mucho menos. Por ello las políticas que se derivan de esta propuesta se concentran en la eliminación de las diversas barreras burocráticas que limitaban la participación en el mercado, especialmente en cuanto a trámites para obtener licencias, acceso a la propiedad y derechos laborales, con la confianza de que estos cambios permitirían la inclusión de los informales en la economía de mercado, supuesta aspiración de estos empresarios en potencia, punta de lanza de la revolución capitalista26. 


			Una tercera vertiente de interpretación surgió de la comprobada insuficiencia de eliminar los costos de la formalidad para resolver el problema del crecimiento del sector informal urbano27. La aparición de este fenómeno en diversos países, incluso en el bloque de los considerados modernos y desarrollados, puso en jaque la hipótesis de los costos de transacción y la posibilidad de elección como fundamentos de la aparición del sector informal. Además, una deficiencia de la propuesta institucionalista respecto a otras es que no solo dejaba de considerar las variables macroeconómicas internacionales y locales, sino que también prescindía de la propia evolución del capitalismo mundial y su adecuación a los diversos entornos locales e internacionales28. 


			Al partir más de la crítica que de la propuesta, no existe una etiqueta claramente definida para esta corriente de interpretación, que podríamos llamar multicausal. Uno de sus atributos, desarrollado simultáneamente por diversos autores, es enfocar el problema de la informalidad como un fenómeno integral, que no incluye a la dimensión económica aislada de otros factores de la realidad. Por ejemplo, hoy en día está claramente establecida la relación entre la informalidad y los circuitos formales de la economía; se trata de una larga cadena de dependencias mutuas y no de economías paralelas (Herrle & Fokdal, 2011, p. 5). Desde esta perspectiva, algunos autores se refieren a la informalidad como un sistema que incluye diversas áreas, como la economía, la estructura familiar, los patrones de asentamiento urbano, las formas de vida, la política, entre otros (p. 6).


			Desde los estudios dedicados a la economía informal se destaca el continuo que conforman con la formalidad. Así, diversas investigaciones han puesto en evidencia que las empresas formales recurren parcialmente a la informalidad en sus actividades para lograr «un mayor grado de adaptación a las fluctuaciones de la demanda y minimizar sus costos» (Cortés, 1988, p. 47). Parte de este proceso consiste en la subcontratación de actividades como una forma de atenuar los riesgos de la actividad en época de desequilibrios económicos. De este modo, la informalidad no es solo una elección del actor sino también es el resultado de la transformación de la propia empresa capitalista, la cual se encuentra vinculada con la informalidad hacia atrás y hacia adelante del proceso productivo. Según Cortés, si utilizamos la definición de Hernando de Soto y sus colaboradores, corremos el riesgo de no diferenciar actividades informales de tipo capitalista —cuyo objeto es la acumulación y que tienen como característica ser parte de una estrategia para enfrentar las dificultades— de aquellas otras actividades informales con objetivos diferentes, como la supervivencia en medio de la crisis, y que pueden estar relacionadas con la actividad formal como productores de insumos, bienes y servicios (p. 48). La conclusión que se puede extraer de este trabajo es que el sector informal, tal como se definía en la década de 1980, reunía demasiadas actividades disímiles no solo en cuanto a su tipo, sino en cuanto su racionalidad económica, su origen y su relación con la llamada economía formal. 


			Víctor Tokman y Manuel Délano también han insistido en este tema al señalar que parte del sector informal urbano está compuesto de actividades cuya lógica es de supervivencia, en economías en las que el ‘buen’ empleo no es suficiente para la oferta laboral. En países donde no hay seguridad social o que tienen un extendido desempleo, las personas buscan sus propias soluciones, «produciendo o vendiendo algo que les permita obtener algún ingreso para vivir» (Tokman & Délano, 2001, p. 12)29. Una segunda lógica estaría compuesta por la evolución de las empresas capitalistas que reducen sus costos con la subcontratación y responden de esa manera a las exigencias del mercado. Así, en el caso del Perú, para 1996, luego de las reclamadas reformas laborales, los trabajadores asalariados sin contrato llegaban al 40%; mientras en Argentina y Colombia eran 32% y en Chile eran 16%30. En los últimos años, Tokman ha vuelto a insistir en el problema del empleo adecuado, el cual no incluye únicamente los beneficios reconocidos por la legislación internacional, sino también la seguridad de tener empleo en el futuro. En su estudio se señala que la proporción de trabajadores con más de diez años de antigüedad en un empleo «fluctúa entre el 31,5 y el 52% en los países europeos y entre el 10 y el 21% en los latinoamericanos [...] los rangos se invierten en la franja de trabajadores con menos de un año de antigüedad, que oscila entre el 10 y el 15% en los países europeos y entre el 27 y el 51% en los latinoamericanos» (Tokman, 2007, p. 95). Estos indicadores son muy reveladores del problema de la subcontratación e inseguridad laboral en América Latina y de los efectos concretos de la flexibilidad en la legislación. 


			De este modo en los años noventa en el Perú, y en otros lugares de América Latina, la informalidad también se produjo por otras causas: la flexibilidad laboral y la consecuente inseguridad del empleo en el sector moderno de la economía. Las reformas laborales permitieron flexibilizar las condiciones laborales en favor del capital, lo cual se hizo con el objeto de dinamizar el crecimiento económico, pero en los siguientes años sus efectos fueron la informalidad en las relaciones laborales y la reducción de opciones adecuadas en el sector moderno y formal de la economía. Frente a ello, el sector informal ofrecía la posibilidad de autogenerarse un empleo probablemente ‘más seguro’, que permitía que el trabajador no se encuentre expuesto al despido, usualmente aplicado como parte de la estrategia de adecuación de la empresa al entorno económico31. 


			Una limitación de este enfoque, que apunta básicamente a la creación y aplicación de políticas de Estado, es que al centrarse en el trabajador y sus condiciones laborales, y no en el tipo de actividad, tiende a eliminar las diferencias entre las diversas características del sector informal urbano, concentrándolas en el empleo ‘típico’ o ‘normal’ y el ‘precario’ o ‘atípico’ (Pok & Lorenzetti, 2007, p. 8)32. Desde esta propuesta, la informalidad no solo estaría compuesta por las actividades que ‘tradicionalmente’ han sido consideradas parte de ella, sino también por las medidas en las que incurren las empresas para la subcontratación de trabajadores, la cuales colocan al trabajador en una relación laboral carente de seguridad. Lo que caracterizaría al sector informal urbano es la distancia entre un modelo internacional de empleo ‘decente’ (de acuerdo con las normas de la OIT) y otro ‘precario’, que podría ser autogenerado o producto de una relación laboral legal, pero que desconoce derechos tales como la seguridad social o beneficios adicionales33. La ventaja de esta propuesta es que permite analizar el problema desde sus distintas vertientes: Estado, economía y actores. La desventaja es que por su interés en la determinación de políticas públicas tiende a eliminar las diferencias internas del sector informal urbano, simplificando en demasía la lógica de los actores y el desempeño mismo de cada actividad (Lazarte, 2000; Ochoa, 2004; Uribe & Ortiz, 2004; Buren, 2007).


			Se puede concluir que, a pesar de las atingencias señaladas, desde la perspectiva de la tercera vertiente multicausal la informalidad sí tiene relación con el desempeño macroeconómico, la evolución del capitalismo tanto a nivel internacional como local y la legislación que regula la actividad económica. Una variante interesante de esta última perspectiva se encuentra presente en el informe del Banco Mundial. En ese documento se reconoce que la informalidad «no es particularmente más elevada en América Latina y el Caribe con respecto a otros países en desarrollo con ingresos per cápita similares» (Perry y otros, 2007, p. 1). Además, justamente por el crecimiento mundial del sector informal urbano en la década de 1990, luego de las reformas liberales se hace necesario abordar nuevamente la definición del sector, las causas de su aparición y su difusión. La definición que proponen intenta reconciliar las diversas visiones, aunque mantiene un sesgo neoinstitucional: «Se considera a la informalidad como una manifestación de las relaciones entre los agentes económicos y el Estado que, según la literatura económica, desempeña una función importante en cuanto a mitigar las fallas del mercado, asegurar el suministro de bienes públicos y mantener condiciones para la igualdad de oportunidades» (p. 1). 


			El reconocimiento de que existen factores limitantes para la participación en el mercado originados en la deficiente legislación estatal, es claramente insuficiente para comprender el fenómeno de la informalidad, así lo reconoce el informe emitido desde el propio Banco Mundial. Si bien es cierto que en el sector informal urbano hay mucho de ‘escape’ de la formalidad bajo la lógica costo-beneficio, esta se produce no solo por el exceso de reglamentación y su imposibilidad de obedecerla, sino por la escasa capacidad del Estado para hacer cumplir el ordenamiento jurídico, creando zonas liberadas del control de la autoridad y que se convierten en la frontera que cruzan los agentes económicos de ida y vuelta. De este modo no sería solo el exceso de reglamentación la causante de la informalidad sino también la incapacidad de aplicarla, es decir, la ausencia del Estado34. 


			Otra conclusión del documento es que el sector informal es sumamente heterogéneo, de manera que es difícil distinguir en todos los casos entre exclusión o ‘escape’35. Así, se establecen dos grupos: los trabajadores informales independientes y los trabajadores informales asalariados. En el primer sector36 se incluye a los propietarios de microempresas, choferes de taxi, artesanos, vendedores callejeros, etcétera37. En el segundo sector se localizan los empleados domésticos, trabajadores familiares sin sueldo, subempleados de empresas formales, etcétera38. La importancia de esta división es que permite reconocer que el nivel de autoelección entre un sector y otro es diferente, como también la valoración de cada actividad. Por ejemplo, son los trabajadores independientes los que tienen una tendencia a participar en la actividad de manera voluntaria, mientras que los asalariados informales no tienen mayor capacidad de elección: «En promedio, estos trabajadores no deciden por sí mismos permanecer fuera de los contratos formales ni de las instituciones de la seguridad social, y preferirían tener un trabajo equivalente en el sector formal. En estos casos, la exclusión y no el escape de la informalidad parece ser la razón por la que se encuentran actualmente en el sector informal» (Perry y otros, 2007, p. 6). 


			Una valiosa conclusión que se puede extraer de esta perspectiva es que entre los factores que no permiten un adecuado funcionamiento del mercado se encuentran las deficiencias en la formación del capital humano. Muchos trabajadores prefieren el empleo por cuenta propia en condiciones en que el sector formal no les asegura ingresos adecuados ni constantes39, situación que se agrava en contextos de depresión económica o de inestabilidad. Esta puede ser la razón de la constante presencia de la informalidad a lo largo del tiempo. Como se puede notar en la historia de muchos países, las actividades fuera del ordenamiento legal han estado presentes constantemente, y en el Perú, por lo menos desde la época colonial al presente. Desde esta perspectiva, la informalidad es un espacio generado para la negociación y la agencia de los individuos, un área compuesta de un continuo entre la formalidad y la informalidad, con grados entre sí, que se convierte en un modo de vida ampliamente difundido en las ciudades capitalistas globalizadas (Herrle & Fokal, 2011, p. 7). Su característica es reunir un conjunto de actividades económicas, sociales, culturales y políticas que permiten la relación entre la sociedad y el Estado fuera de los ordenamientos legales vigentes, pero que, a su vez, usualmente permiten su negociación y reformulación.


			En el Perú, a partir de la segunda mitad del siglo XX la intensa movilidad social y los cambios producidos por la modernización y las reformas contribuyeron a que el espacio de la informalidad urbana se amplíe sustancialmente. Es en ese contexto, especialmente entre 1975 y 2000, cuando el fragmento del sector informal urbano compuesto por trabajadores independientes se amplió (Perry y otros, 2007, p. 16). Además, la formalidad se vio afectada por factores endémicos no fácilmente cuantificables, como la discriminación racial y de género, lo que hizo aún más frágil el empleo formal y fomentó la difusión de la informalidad (Yamada, Lizarzaburu & Samanamud, 2012).


			La discusión sobre el sistema informal urbano en el Perú


			En el caso peruano también tenemos varias tendencias de interpretación del fenómeno de la informalidad. Una de las primeras reflexiones desde el punto de vista sociológico fue publicada por Raúl Guerrero de los Ríos y Abelardo Sánchez León (1977). En este trabajo se afirma que la informalidad, representada por el autoempleo, el ambulante, el servicio doméstico y otras actividades, es causada por la incapacidad de absorción de mano de obra de la economía (pp. 50-51). Jorge Osterling y otros autores se interesaron tempranamente en la organización de los ambulantes, y analizaron algunos sectores en particular, como la venta de ropa (Osterling, 1979; Osterling, Althaus & Morelli, 1979).


			La siguiente mención importante, aunque no circunscrita solo a la informalidad, es el clásico estudio de José Matos Mar. Él consideraba que el proceso de crecimiento demográfico ocasionó una


			presión de mayorías sobre la estructura del Estado, para obtener una mayor participación en los asuntos nacionales y en los beneficios de la modernidad, se opone a la rigidez excluyente del aparato institucional y su ordenamiento jurídico, y a la inadecuación del sistema a las nuevas circunstancias. En este enfrentamiento las estructuras de la cultura, la sociedad y el Estado resultan desbordadas y se revelan obsoletas. El desborde generalizado se expresa así bajo la forma de una implícita desobediencia civil de las masas en ascenso, que se limitan, por ahora, al cuestionamiento pacífico de la ley en los vacíos de poder generados por la crisis económica y la debilidad gubernamental, y que derivan a la violencia cada vez que el Estado y la institucionalidad intentan recuperar el control mediante el uso de la fuerza (Matos Mar, 1984, p. 19).


			Matos Mar propone que el desborde se produjo por el vacío de poder resultado del debilitamiento del gobierno, no lo considera el producto de la agencia de los sectores populares o una consecuencia de la combinación de factores económicos, sociales y políticos. Sin embargo, su visión contribuyó a destacar los aspectos positivos del proceso al enfatizar la dura brega de los migrantes —sector que hacía gala de una gran creatividad y espíritu emprendedor— en medio de un entorno desfavorable. El jefe de familia presente en las actividades del sector informal urbano es «un hombre múltiple que día a día tiene que hacer frente a todos los problemas, haciendo gala de su ingenio y creatividad» (1984, p. 60). La interpretación de Matos Mar considera que el fenómeno de la migración, la «andinización» de Lima y la informalidad son parte del mismo proceso de construcción de una nueva sociedad peruana que emergía desde su base, desarrollo que carecía de solución de continuidad desde la época colonial, transcurrió por la etapa republicana y cuya última fase se gestaba en Lima40. Este esfuerzo terminaría por construir un nuevo rostro del Perú, que dio fin al viejo Estado oligárquico-criollo. En la reedición de su texto del año 2004, su reflexión señala que las clases dirigentes criollas no fueron capaces de dirigir esa energía hacia la construcción de un nuevo Estado, al mismo tiempo que la profundización de la crisis económica, la violencia senderista y el éxodo de peruanos alteraron el escenario, lo que causó el fracaso del proceso (Matos Mar, 2004, pp. 118-119)41.


			La primera corriente que realmente llegó a producir resultados sistemáticos, fruto de la investigación empírica y del conocimiento teórico, fue liderada por Daniel Carbonetto desde inicios de la década de 1980. La principal publicación que reúne sus diversos aportes salió a la luz en 1988, dos años después del texto de Hernando de Soto, pero sus primeros trabajos datan de 1982. Esta propuesta se puede identificar como estructuralista, dado que concentra su atención en los factores de estas características que explican el surgimiento del sector informal urbano. Así, se señala como una de las principales causas del proceso la incapacidad del sector moderno de la economía para absorber el exceso de mano de obra (Carbonetto, Hoyle & Tueros, 1988, I, p. 13). Además, el segmento de población que optaba por esta vía de supervivencia provenía de hogares más pobres, con mayores responsabilidades familiares y menor nivel de calificación educativa y laboral (Carbonetto, Hoyle & Tueros, 1988, I, p. 65; Flor, 2000, p. 66). De hecho, según cálculos para la ciudad de Lima a fines de la década de 1970, no menos del 64% de los informales eran migrantes de origen nacional, con un nivel educativo considerado bajo, pues solo el 37% había cursado secundaria y la mitad únicamente primaria (Carbonetto, Hoyle & Tueros, 1988, I, pp. 126, 137). Esta perspectiva centrada en los factores estructurales no incorpora adecuadamente la capacidad de elección de los agentes, subvalora el rol de la legislación y, factor que pasa desapercibido, enfatiza como conclusión los mismos prejuicios de la opinión pública sobre este tipo de actividades: define a las personas en el sector informal urbano como pobres, migrantes y con baja educación, sin distinguir matices, por ejemplo, de género.


			La segunda corriente interpretativa corresponde a los neo institucionalistas del ILD, dirigido por Hernando de Soto, la cual ya fue comentada anteriormente42. Vale la pena señalar que en los últimos esfuerzos de esta perspectiva se ha insistido en la necesidad de crear reglas de juego que permitan que los pobres logren capitalizar sus propiedades en el mercado, tal como, se supone, los países desarrollados permitieron en su momento que se consoliden los derechos fundamentales de propiedad, base del desarrollo del capitalismo y del progreso. Desde esta perspectiva se asume que los pobres ya cuentan con un ahorro visible y tangible en las propiedades y bienes que poseen, pero que sin los derechos adecuadamente definidos esos bienes no pueden convertirse en capital (Soto, 2000)43. Sin embargo, estudios realizados luego de las reformas de mercado y de la aplicación de la simplificación administrativa del Estado, sugerida y apoyada por el ILD, muestran que el impacto de la titulación en cuanto a la extensión del crédito y las hipotecas es irrelevante, lo que demostró empíricamente que el supuesto del cual parten los análisis del ILD era insuficiente (Iguíñiz, 2008, p. 27; Fernández-Maldonado, 2015, p. 15).


			Una de las razones de la popularidad de las ideas de De Soto es el formato en el que se presentan sus propuestas, por medio de publicaciones más orientadas a la difusión que al debate académico. Otra de las razones, que sí es más profunda, es que el libro citado presenta la intensidad de la relación informalidad-pobres-propiedad. Aunque se puede demostrar el vínculo estadístico entre estos factores, la explicación de su correlación no necesariamente es correcta44. Si bien es cierto que muchos de los pobres en el sector informal urbano poseen propiedades que podrían ser la base de su incorporación al mercado, son más quienes no las poseen, y para quienes sí cuentan con ellas, las instituciones financieras no necesariamente se las valorizarían adecuadamente. El tercer factor atractivo del texto es el mito del éxito. Si bien se pueden citar múltiples casos triunfantes de empresarios y agentes económicos que emergieron del sector informal, puede ser discutible si estos ejemplos son representativos de la actividad de todo el sector informal urbano. Por ejemplo, según los estudios que hemos visto, también deben ser considerados como parte del sector informal los asalariados y las empleadas domésticas. ¿Acaso estos casos pueden ser representados por el éxito en las otras áreas del sector informal urbano? 


			Una tercera propuesta está representada por los antropólogos y sociólogos —ya no economistas— interesados no solo en el origen y características económicas del sector, sino en los aspectos culturales y sociales de la actividad. Así, Jürgen Golte y Norma Adams (1987) y especialmente Adams y Néstor Valdivia (1991), realizaron investigaciones con el objeto de comprender los recursos culturales que los migrantes nacionales desarrollaban en su inserción social y económica en la ciudad. Uno de los aportes de esta perspectiva reside en el reconocimiento de que los agentes económicos no siempre actúan bajo la lógica de la acumulación de tipo capitalista45. En muchos casos, el objeto del funcionamiento de la unidad productiva es la supervivencia, la cual es posible gracias a las redes de parentesco46. Desde esta perspectiva, la aparición de la informalidad no se debe únicamente a la falta de oportunidades laborales o al cálculo costo-beneficio, también se debe al reconocimiento de una demanda urbana insatisfecha (Adams & Valdivia, 1991, p. 26)47. 


			En esta línea de interpretación se encuentra el trabajo de Susana Pinilla Cisneros (2004), dedicada desde hace varios años al estudio y apoyo al sector informal urbano en el Instituto de Desarrollo del Sector Informal (Idesi). Su tesis de licenciatura en Antropología estudia los casos de aquellos informales que son definidos como exitosos, con el aporte indudable de tratar de incluir la propia voz de los actores. La condición de ‘éxito’ aplicada por Pinilla incluye a los agentes económicos que tengan uno o varios negocios en funcionamiento por más de diez años, que hayan acumulado patrimonio y logrado una mejora tangible en los niveles de vida familiar. Los agentes no se perciben a sí mismos como marginales, informales o microempresarios, considerándose mejor representados, de acuerdo a la autora, con términos como «empresarios populares» o «emprendedores emergentes»48. 


			La metodología aplicada por Pinilla tiene el defecto de intentar caracterizar al sector informal a partir del grupo más exitoso (y minoritario). Pablo Macera, en el prólogo a la edición de testimonios de empresarios populares publicados por Idesi, señala que presentar el éxito de los agentes económicos del sector informal urbano se sustenta en el imaginario social que exige triunfadores, «de tal modo que muchos científicos sociales peruanos han mutilado su capacidad de observar los procesos de exclusión social. Cuando por el contrario, al interior de la informalidad existe una progresiva diferenciación social, de un lado los informales exitosos y del otro, aquellos de ingresos vulnerables» (Idesi, 1992, p. 21). 


			Otra propuesta destacada es la desarrollada por Lissette Aliaga. Sus trabajos utilizan ampliamente el concepto de «capital social» para comprender el sector informal urbano y especialmente el fenómeno ambulatorio (Aliaga, 2002a, 2002b, 2003). Sus aportes enfatizan que las redes de solidaridad son parte importante de ese capital, el cual, del mismo modo que la infraestructura, recibe inversión y mantenimiento (ver también Di Laura, 2016, p. 9). Desde esta perspectiva, el sector informal urbano se caracterizaría por un uso intensivo de este tipo de capital social, el cual «puede ser expresión del debilitamiento de los nexos con otros agentes externos, poniendo en evidencia una situación de fragmentación o de exclusión en el acceso a recursos e información en otros ámbitos sociales» (Aliaga, 2003, p. 113). Su trabajo recalca la enorme heterogeneidad del sector, en el cual «un reducido, pero significativo porcentaje alcanza niveles de acumulación» (Aliaga, 2002a, p. 10)49. La relevancia de los aportes de Aliaga consiste en el estudio específico de una actividad que durante mucho tiempo fue considerada la cara más visible de la informalidad: la venta ambulatoria. Su propuesta considera que el comercio ambulatorio es una «actividad que es parte de un sector económico productivo marginal o informal que expresa una de las estrategias de sobrevivencia de los sectores populares» (Aliaga, 2002a, p. 11).


			Otro trabajo más reciente encontró que el 87% de las mujeres iniciaron su labor de ambulantes con el apoyo del cónyuge, familiares o amigos; algunas incluso aprendieron el negocio gracias a su entorno familiar (Beltrán y otros, 2016, pp. 72-73). Sin embargo, muchas veces el apoyo es solo moral, pero se le considera de gran valor. El 53% de las ambulantes entrevistadas recibió este tipo de soporte, mientras al 17% le tocó este tipo de ayuda conjuntamente con algún incentivo económico. Uno de los testimonios es bastante claro al respecto: 


			Mi suegra me apoyó incentivándome, ya que económicamente estaba bien mal porque me había separado del papá de mis hijas y me había quedado en nada, porque mi casa se quemó y solo quedó terreno. Mi suegra vino y me habló, me dijo que una mujer podía salir adelante sola, me habló de su experiencia, que había sacado adelante a sus hijos sola sin papá, y me regaló una mesa con un exprimidor de naranja, y de ahí yo lavé ropa y junté capital para comprar naranja (Beltrán y otros, 2016, p. 73).


			El caso de los ambulantes


			De este modo llegamos al estudio de una de las actividades más representativas del sector informal urbano: la venta ambulatoria. Esta actividad no solo es realizada por personas que cuentan con un bajo capital físico —que no necesariamente coincide con el volumen de capital social—, incluso en el límite de la supervivencia; también es ejercida por comerciantes con mayor capital debido a que la actividad no siempre se realiza de manera itinerante, lo cual permite la ampliación del capital físico. Esta actividad se caracteriza por la «venta de bienes y servicios en la vía pública, a diferencia del comercio establecido, que se desarrolla en locales privados» (Alonso, 1989, p. 23)50. La venta callejera ha motivado diversas reflexiones, especialmente para comprender su papel dentro del sector informal urbano; se le ha considerado como «actividad refugio» realizada por personas que no pueden integrarse a la economía formal en condiciones ventajosas y que distribuyen productos de las empresas modernas, lo que asegura su supervivencia (Toledo, 1991, pp. 96-99); o también como una forma exitosa de satisfacer la creciente demanda urbana (Arellano, 1991). Además, se ha establecido que los vendedores ambulantes tienen una rápida y eficaz percepción en los cambios en la demanda, es decir, desarrollan un marketing ‘intuitivo’ que les permite adaptarse a las transformaciones. Esto es posible porque en muchas oportunidades los diversos pasos entre la planificación y la ejecución de un negocio son realizados por la misma persona, lo que facilita la adaptación a los cambios (Saldarriaga y otros, 2016, p. 164).


			Fuera de nuestras fronteras hay tres casos destacables en los cuales existe una importante reflexión académica para comprender el problema: México, Argentina y Colombia. En el primer caso, el problema comenzó a estudiarse especialmente a partir de la década de 1980; pero, como señala José García Guzmán, el año clave fue 1982, dado que la crisis mexicana causó una súbita elevación del desempleo y, como consecuencia, un incremento de la población ubicada en el sector informal urbano, especialmente en el sector de las ventas callejeras en el área de la ciudad de México (García Guzmán, 2001, p. 80)51. Los diversos estudios y programas aplicados, especialmente el Programa de Reordenamiento del Comercio en Vía Pública de la ciudad de México, reconocieron que el problema tenía varias dimensiones, que tienen como inicio la falta de planificación y orden urbano para lograr un crecimiento armónico de los servicios, hasta la presencia de una demanda que no era abastecida adecuadamente por los comercios formales. Siguiendo con el interesante trabajo de García Guzmán, él propone clasificar a los vendedores ambulantes a partir de tres criterios: la forma económica de operar, el lugar de actividades y la infraestructura utilizada. De este modo se obtienen hasta siete categorías: vendedores de puestos fijos, semifijos52, en vehículos rodantes53, en vehículos motorizados54, vendedores sin puesto55 y, finalmente, vendedores en puestos sin estructura56. Un aspecto examinado por este trabajo —y otros más, como veremos más adelante— es el reconocimiento de la necesidad de incluir el punto de vista de los consumidores urbanos. Sin la existencia de una demanda insatisfecha por diversos motivos, la presencia de la venta callejera tendría poco sentido57. Desde esta perspectiva, los factores que se destacan son: la oportunidad de comprar a buen precio (de acuerdo con el presupuesto de cada grupo) y la facilidad de comprar sin perder demasiado tiempo o desviarse de una ruta utilizada cotidianamente. Cada una de las actividades y las modalidades de su ejercicio, en cuanto a infraestructura y ubicación, se orientan a satisfacer una demanda específica que surge de la combinación de las características anteriores (García Guzmán, 2001, p. 97). De este modo, surgen desde mercados en la vía pública hasta los vendedores móviles que acercan al consumidor en tránsito el producto que cuando salió de su casa, lugar de estudio u oficina, no tenía planeado comprar, pero que con esta estrategia termina por adquirir.


			Argentina nos proporciona un ejemplo interesante, dado que, si bien se encontraban anteriormente actividades del sector informal urbano, en los últimos años el sector ha llamado la atención de los especialistas —economistas y especialmente sociólogos y antropólogos— debido a su crecimiento y por su notoria presencia en los espacios económicos y públicos58. Un aspecto interesante de estos trabajos es el énfasis en el estudio de las condiciones de vida, de trabajo y las relaciones sociales que se desarrollan entre los vendedores de las calles. Tal vez por el uso de esta perspectiva de análisis, las investigaciones en Argentina nuevamente ponen en discusión la relación de estas actividades con la marginalidad. Así, Pok y Lorenzetti consideran que en la definición del sector informal urbano se debe incorporar, entre otros factores, la precariedad laboral, la noción de marginalidad y la capacidad de reproducción de las unidades domésticas, elementos que muchas veces no son considerados desde un punto de vista economicista (Pok & Lorenzetti, 2007, p. 9). 


			Un ejemplo de esta perspectiva es el sugerente trabajo de Betsabé Policastro y Emilse Rivero (2006), quienes analizan el caso de los vendedores ambulantes de una línea de trenes de Buenos Aires (Mitre). Su estudio muestra que es sorprendente la variedad de actividades en ese reducido lugar de venta, encontrándose bastante bien organizada. Por ejemplo, en ese espacio se puede diferenciar entre los que venden productos, los músicos, los que venden en los vagones y los que venden en la plataforma de embarque, los vendedores antiguos (capangas) y los nuevos y, finalmente, entre quienes se proveen directamente su mercadería de quienes tienen algún vínculo de subordinación con otros. Su análisis muestra que el área de trabajo se encuentra organizada y jerarquizada, las reglas de juego permiten la convivencia de todos los interesados, de manera que nadie molesta a otro ni será molestado. Incluso hay reglas que tienen como objeto no interferir innecesariamente con los pasajeros o con el personal que labora en la ruta: para preservar el lugar de venta se evita el exceso de vendedores en toda la línea y solo se admite un vendedor al mismo tiempo en cada vagón. Es importante señalar que, entre los vendedores, al igual que en el caso de Lima, existe un claro conocimiento de qué rutas son más rentables y en qué momentos del día o de la semana cada actividad es más apropiada. Por último, la investigación estableció la existencia de acuerdos y reuniones entre los vendedores, salvo los músicos, con el objeto de resolver conflictos internos y con las autoridades, instancia en la cual los vendedores más antiguos tenían un liderazgo reconocido por los demás. Esto significa que los vendedores construyen un microcosmos de relaciones sociales no exento de tensiones, pero que logran ser resueltas por su propia iniciativa, al mismo tiempo que el liderazgo cumple el papel de tratar con las autoridades. Tal como señalan las interpretaciones más recientes, la informalidad es un espacio que permite negociar (Policastro & Rivero, 2006). 


			Por último, el caso colombiano nos muestra otro aporte importante en los estudios sobre las ventas en la calle. En este caso sí se ha abordado de manera más consistente el estudio de la demanda, tanto como a los propios vendedores. Hay una tendencia común a enfocar el problema desde la óptica del empleo, como señalan León Camargo y Caicedo: «Las ventas informales absorben trabajadores que desean ingresar al mercado formal pero que por diversas razones no pueden hacerlo […] sus destrezas y habilidades son escasas en un mercado altamente competitivo» (León Camargo & Caicedo, 2005, p. 14). De modo que, por las escasas barreras que existen para el ejercicio de la actividad, prefieren entrar a ella con una mínima inversión: ventas de alimentos preparados, frutas, libros, discos, etcétera. También existe una vertiente más original en el trabajo de Lina Medina (2005), quien se preocupa en destacar la heterogeneidad del sector, así como las interrelaciones del vendedor con las cadenas mayores de distribución de productos y, especialmente, «un análisis de la naturaleza de la demanda; es decir, de la descripción de los consumidores, de sus hábitos y de su opinión con respecto a esta actividad económica» (p. 42). Desde esta perspectiva, los vendedores de las calles no solo han adquirido una dinámica propia de crecimiento y de generación de empleo, sino que han desarrollado canales de distribución más eficaces para la actividad productiva: «Las actividades relacionadas con este término no son algo marginal, sino parte de un proceso concreto de re-configuración de la economía mundial» (p. 43). 


			Utilizar estas hipótesis derriba muchos de los presupuestos acerca de la venta en las calles. Por ejemplo, la investigación empírica señala que no todos los vendedores de las calles ofertan mercaderías de contrabando; por el contrario, la gran mayoría las adquiere de distribuidores legales o son los intermediarios entre el mayorista y el consumidor final (Alonso, 1989, p. 29). Esto se explica por la necesidad de las empresas comercializadoras de acercar lo más que se pueda la oferta a la demanda. Al analizar esta última queda más clara la ventaja comparativa de trabajar en la calle: este tipo de venta permite el paso de una demanda ‘pasiva’ a otra ‘activa’. Esto significa que existe un conjunto de compradores ‘pasivos’ que solo adquieren los productos cuando se los ofrecen en su paso por las calles, a diferencia de los clientes que salen en búsqueda de un objeto que se ofrece en un lugar específico (Medina Muñoz, 2005, p. 436, n.18). Refiriéndose a Santiago de Chile, el estudio del Programa Regional de Empleo para América Latina y el Caribe (PREALC) señala:


			Ellos dependen del transeúnte que está de paso y que se encuentra, de repente, con un artículo necesario o atractivo sin que este pueda ser motivo de una búsqueda activa, involucrando eventuales desplazamientos a otros sectores con gastos de movilización y tiempo, que pueden exceder fácilmente el valor del producto mismo. Los ambulantes tienen que seguir al cliente, y no el cliente al ambulante (2008, p. 37).


			Por esta razón, el público no siempre tiene una visión negativa de esta actividad, sirviéndose de ella para satisfacer una parte de sus necesidades cotidianas59. Además, los comerciantes informales incluyen técnicas de mercadotecnia, por ejemplo, estrategias de ventas específicas para cada producto, adaptación más rápida del precio a la oferta y la demanda, amplia exhibición de productos y gran movilidad en la búsqueda de clientes (Arellano, 1991).


			Sin embargo, el punto sensible, la externalidad negativa de la actividad, es el uso de las calles. Esto le agrega a la discusión un enfoque importante: el uso del espacio público. Como señala la autora, este es el lugar de tensión más importante entre el consumo, la oferta y las autoridades. En ese aspecto la gran mayoría de los encuestados consideró que esta actividad no era una manera apropiada de utilizar las calles, aunque rechazaban las medidas represivas (Medina Muñoz, 2005, p. 47). La clave reside en que las ventas callejeras usan espacios que pueden ser considerados simbólicos de la ciudad: plazas, calles importantes, etcétera. Esto trae diversos conflictos; por ejemplo, para un sector de la población y las autoridades, el uso de estos espacios para la venta callejera va contra su función urbana, crea inseguridad y afecta el ornato de la ciudad60, mientras que para los vendedores esos mismos espacios son los que permiten hacer rentable su actividad, gracias al flujo peatonal o vehicular61. Cuando la venta callejera utiliza espacios menos cargados de simbolismo es mejor tolerada.


			Precisamente, uno de los aportes más sugerentes acerca de la relación entre el uso del espacio, la dinámica urbana y la aparición del comercio ambulatorio proviene de la geografía urbana. Jérôme Monnet realizó una investigación dedicada a la ciudad de México en la que plantea nuevos elementos analíticos62. La definición que emplea es «ambulantaje», término acuñado en México y que «abarca el conjunto de actividades de intercambio económico (venta de bienes y prestación de servicios) que ocupan precaria o temporalmente un espacio de circulación abierto al público, ya sea porque la actividad está autorizada o se tolera temporalmente, ya sea porque la actividad se impone de manera informal o ilegal» (Monnet, 2005a, p. 37). Otra definición remarca la movilidad del vendedor, un trabajador que ofrece productos sin contar con una infraestructura permanente, y que puede ocupar estacionalmente las calles o que puede movilizarse junto con los medios que utiliza para vender. El comerciante es parte de los vendedores urbanos que utilizan el equipamiento de la ciudad compuesto de parques, plazas, calles, transporte, etcétera, para lograr vender sus productos (Graaf & Ha, 2015, p. 2).


			Esta forma de concebir el problema se concentra en las relaciones establecidas entre la actividad y el espacio público, y deja en segundo plano la extensión del comercio o su formalidad: lo fundamental es el uso de las calles y plazas para realizar las ventas. Una segunda perspectiva que se deriva de este punto de partida, es la necesidad de abordar las características del ambulantaje no solo en términos de estructura social o económica, sino también desde la óptica de los usuarios y sus representaciones en los medios de comunicación e imaginario social. Por ejemplo, en los medios de comunicación masivos, según Monnet, aparece una confusión entre informalidad, ambulantaje, oficios callejeros, ilegalidad y marginalidad (Monnet, 2005a, p. 45)63; además, estas representaciones son funcionales a las diversas posturas políticas partidarias o públicas. 


			La presencia de este sector no es exclusiva del desarrollo del capitalismo durante el siglo XX; tampoco se puede interpretar su difusión solo como una suerte de desobediencia civil ante la incapacidad de cumplir las normas excesivamente costosas, rígidas y controlistas de un Estado burocrático. Como señala Monnet, las raíces de este fenómeno son múltiples. Sus antecedentes incluyen, por ejemplo, formas de sociabilidad de corte preindustrial y el contexto de una demanda que no tiene el suficiente poder adquisitivo para adquirir bienes y servicios esenciales en condiciones adecuadas de calidad e higiene. Como veremos más adelante, esta propuesta es esencial para comprender el fenómeno en la ciudad de Lima en la década de 1980. Otro aspecto muy importante es el desarrollo de una ciudad que genera un aumento de los desplazamientos a gran distancia, extensos recorridos que alejan cada vez más a los individuos de su residencia, que a su vez generan una demanda compuesta por personas que necesitan satisfacer sus necesidades en las rutas que emplean para desplazarse en el entorno urbano. De este modo el ambulantaje no solo sería una respuesta personal a un problema de empleo, sino una respuesta social al propio desarrollo de la dinámica urbana y su complejidad. Por ello el trabajo de Monnet, Giglia y Capron (2005), sostiene que en la definición de ambulantaje también debe considerarse el hecho de que el poblador que compra en la calles es un cliente ambulante, cuya movilidad puede ser mayor que la del propio ambulante64. Esto explica, según los autores, el que las calles y vialidades públicas se constituyan en espacios donde se entrecruzan los diferentes actores en movimiento, producto de la metropolización del espacio urbano65. Esto construye un espacio simbólico que conforma el ‘mapa’ de la ciudad: las personas que transitan por ella conocen los puntos de encuentro y aquello que se puede comprar o no en ellos, de modo que el ambulantaje resulta funcional a la dinámica urbana y a las necesidades de sus habitantes. La conclusión de este estudio es de gran importancia: 


			La racionalidad del comercio ambulatorio no puede reducirse a la autogeneración espontánea e informal de un empleo, ya que corresponde también a la satisfacción de una demanda específica, la del viajero urbano con sus necesidades de circulación (limpiaparabrisas o lustrabotas), de comunicación (tarjetas telefónicas), de información (periódicos), de diversión en tiempos de espera (payasos y malabares en los semáforos), de alimentación diferenciada según momentos del día, o de productos adaptados a las formas de sociabilidad (flores). Estas necesidades son las del cliente que llamamos el cliente ambulante (Monnet, Giglia & Capron, 2005, p. 26). 


			De este modo, aparece la adecuación mutua entre una oferta y demanda móviles. Como señala Macera, 


			Estos vendedores no son los verdaderos ambulantes, los originarios causantes de todo el proceso. El verdadero ambulante es el comprador ambulante; sin el cual no existirían los vendedores. Todavía más, aquellos vendedores ambulantes no han hecho otra cosa que resolver imaginativamente las necesidades previas de los compradores ambulantes. Por consiguiente es una de las muchas tonterías municipales y políticas hablar del problema de los vendedores ambulantes. Nuestro problema irresoluble es el de los compradores ambulantes (2009, p. 46)66. 


			El cliente aprovecha el tiempo muerto de espera en un semáforo, compra en su ruta hacia alguna actividad, etcétera; mientras para el vendedor la flexibilidad de horarios de trabajo y de independencia personal compensan las dificultades en el ejercicio de la actividad (Mendiola, 2017, p. 21; Bromley, 2000, p. 6). Estas características no son totalmente nuevas en la historia del ambulantaje, al menos en las ciudades de origen colonial. Un estudio interesante de Alba, Exbalin y Rodríguez (2007) muestra que en la época colonial el ambulantaje es representado en los famosos cuadros de castas principalmente ocupando las esquinas y otros lugares estratégicos, y estaba relacionado ya desde esa época con la movilidad urbana: las ventas son realizadas por sectores sociales considerados inferiores, como la plebe urbana de la ciudad. Durante el siglo XX los ambulantes ampliaron su movilidad en la ciudad, gracias a las ventas a domicilio y el uso de la bicicleta, pero la venta de alimentos en la vía pública siempre fue una de las actividades más frecuentemente representada. A fines del siglo XX aparece el consumidor de estos servicios y bienes en las representaciones gráficas, en forma de muchedumbres y transeúntes que se agolpan en las calles de la ciudad. La conclusión de este trabajo es bastante relevante, pues constata que a lo largo de la historia de la ciudad el ambulantaje se adaptó al desarrollo urbano y formas de vida de cada período:


			No se trata de un fenómeno desvinculado del desarrollo urbano ni de las formas de vida o de ocupación del espacio propio a cada período. Se adapta a la movilidad urbana propia a cada época, pues los puntos privilegiados de venta en las representaciones coinciden con los espacios urbanos, que dan lugar a la circulación. El ambulante actual ya no se ubica en las salidas de las iglesias, en las plazas o puntos de convivencia social propios de la ciudad colonial y decimonónica, sino que ahora se encuentra principalmente en los puntos centrales del traslado metropolitano, como son las salidas del metro, las terminales de autobuses (Alba, Amaud & Rodríguez, 2007, p. 41). 


			Las consecuencias de estas actividades, a pesar de su funcionalidad, son varias. Entre ellas cabe destacar la tensión por el uso del espacio público, dado que las autoridades y la opinión pública consideran que algunos lugares de la ciudad deben encontrarse libres de este tipo de trabajo, mientras que quienes viven del ambulantaje y sus clientelas necesitan hacer uso de esos mismos espacios, convirtiéndose el enfrentamiento frecuentemente en una ‘guerra’ (Graaf & Ha, 2015). Por ejemplo, entre 1988 y 2003 se realizó en Bogotá una agresiva campaña de reubicación de los vendedores, con el objeto de recuperar el centro histórico. Un aspecto interesante y comparable con Lima es que Bogotá también sufrió los embates de la violencia urbana por medio de las guerrillas, al mismo tiempo que las condiciones económicas y falta de regulación urbana deterioraban el entorno (Donovan, 2004)67. Hasta 1988 el municipio había intentado infructuosamente regular el comercio callejero a través de la expedición de licencias que otorgaban al ambulante el derecho transitorio de usar la vía pública en una relación teñida de clientelismo político y corrupción (p. 118). A partir de ese año se comenzó a elegir alcaldes democráticamente, lo que alteró la concepción del espacio público, pues las autoridades electas fueron responsabilizadas directamente del orden urbano y del mantenimiento de los espacios públicos. A partir de ese momento se comenzaron a aplicar proyectos de reubicación que no siempre fueron exitosos, pero que muestran las tensiones que se generaban entre ambulantes, público y autoridades. Por ejemplo, los vendedores reubicados reconocían que sus nuevos lugares de trabajo reunían condiciones mucho más apropiadas de higiene y seguridad, pero aducían que ganaban menos de lo que percibían en la calles, al menos en la mitad de los casos encuestados por Donovan (2004, p. 132)68. La consecuencia de esta disminución de ingresos fue que en muchos casos los proyectos de reubicación fueron abandonados por los vendedores, quienes a pesar de sus supuestas ventajas, posteriormente se trasladaron a sus antiguas ubicaciones o invadieron espacios urbanos con menor vigilancia69.


			En el caso peruano esta perspectiva de investigación no se ha desarrollado convenientemente. Sin embargo, desde la sociología urbana se ha comenzado a hacer énfasis en la importancia de los espacios públicos en la construcción de la identidad de los habitantes, dentro de la cual el Centro se convirtió en uno de los lugares de referencia obligatoria. De la misma manera, se ha comenzado a estudiar la movilidad de los habitantes en la ciudad y su relación con la concepción del espacio público, pero aún no se han integrado estas perspectivas al estudio de las ventas callejeras70. Entre las últimas aproximaciones al tema destaca la de Lissette Aliaga, quien estudió detalladamente el caso de los vendedores ambulantes de un distrito periférico de Lima, Independencia, por lo que no pudo considerar el conflicto por el uso simbólico del espacio del Centro de la capital. De igual modo, no existen trabajos, hasta donde tengo conocimiento, que estudien la manera en que ese comercio informal ha sido representado en los medios de comunicación y en la opinión pública71.


			Este balance teórico y metodológico nos permite plantear una propuesta de estudio para el caso limeño. La fuente principal que voy a emplear, los diarios, permiten reconocer los constantes conflictos por el uso del espacio y los imaginarios acerca de los ambulantes; tal representación tiene que ser contextualizada con las condiciones económicas y las características generales de la sociedad limeña. El centro del análisis será el comercio ambulatorio, pero junto con este sector incorporaremos la aparición de otros actores en el espacio público, y las condiciones en que se desarrolló la supervivencia de los sectores populares en ese periodo.


			


			

				

					9	Es imposible dar cuenta de todos los trabajos al respecto, pero algunos de los más valiosos son Pok y Lorenzetti (2007), que hacen una excelente revisión de los conceptos; Perry, Maloney, Arias y otros (2007), que presentan un nuevo análisis donde se revisan las diversas interpretaciones y se discuten sus alcances; Tokman y Délano (2001) y Tokman (2007), que tratan el problema de la seguridad social y las políticas de Estado; Cortés (1988) y Cimoli, Primi y Pugno (2005 y 2006), que discuten los límites del crecimiento económico con relación al sector informal y las exportaciones. Balances bibliográficos muy completos del tema son los de Lazarte (2000), Buren (2007), Salas (2006) y Mejía y Posada (2007). Finalmente, el tema ha sido retomado por Herrle y Fokdal (2011).


				


				

					10	La Cámara Argentina de Comercio (2006) informó hace varios años del preocupante aumento de los puestos fijos de venta callejera. Por otro lado, una nota del diario La Nación en el año 2007 señala que eran más de 4000 los puestos ilegales de venta en Buenos Aires, incrementándose en 17,4% la actividad respecto al 2006 (La Nación, 11-10-2007, «Denuncian que hay 4057 puestos de venta ilegal en las calles porteñas», http://www.lanacion.com.ar/informaciongeneral/nota.asp?nota_id=952084, fecha de consulta: 17/10/2007).


				


				

					11	Excepción hecha de los países en tránsito al desarrollo en Europa (Hungría, Bulgaria, Polonia, Rumania, Eslovaquia y la República Checa) (Kuchta-Helbling, 2000, p. 9).


				


				

					12	El caso más extremo era el de las naciones africanas: Uganda, 84%; Gambia, 72%; etcétera. Kuchta-Helbling (2000), considera que en el Perú alrededor de 51% de la mano de obra se encontraba en el sector informal (p. 7).


				


				

					13	Granados (1997) las clasifica respectivamente como «enfoque estructuralista», «enfoque neoliberal» y el «enfoque socio-antropológico» (pp. 27-29).


				


				

					14	Lazarte (2000) utiliza una visión más económica al centrar su reflexión a partir del aparato productivo, el empleo y la renta, entre otros factores.


				


				

					15	Aníbal Quijano considera que la evolución del capitalismo produce cada vez más gente excluida de la economía, cuyas actividades informales no cumplen ninguna función dentro del sistema. Su artículo sostiene que el comercio informal, «no obstante servir principalmente a la propia población marginada, parecería también estar vinculado al mercado del proletariado urbano, al de las capas bajas de la pequeña burguesía no-marginal, y aun de los sectores medios asalariados, de bajos ingresos. Sin embargo, en lo fundamental, estas actividades deben contar ante todo con el mercado formado por la propia población marginalizada» (1972, p. 92). Esta propuesta tiende a concebir el universo del sector informal urbano como cerrado y atrapado en su propia lógica, interpretación que no se ajusta con los datos empíricos de los estudios realizados posteriormente.


				


				

					16	León Camargo y Caicedo Mora (2005) señalan que la demanda por este tipo de bienes es trascendental: «la demanda proveniente de presupuestos limitados, implica el crecimiento de lo informal ya que los artículos que se obtienen son de baja calidad y a precios cómodos para los reducidos ingresos» (p. 8).


				


				

					17	Véase especialmente el capítulo III de El otro Sendero (Soto, 1986).


				


				

					18	En 1971 Mangin estuvo en Lima y fue entrevistado por la revista Caretas, 437, 11-6-1971, «Gringo de barriada».


				


				

					19	Para conocer los trabajos influenciados por De Soto, véase Kuchta-Helbling (2000) e Iguíñiz (2008).


				


				

					20	La definición más representativa es la de Enrique Ghersi: «Son informales aquellas actividades en las que los individuos, pese a tener objetivos lícitos, se sirven de medios ilícitos para llevarlos a efecto [...] la libertad es la desobediencia civil al servicio de la libertad económica» (1991, p. 403). De aquí se deduce que son informales las actividades, no las personas.


				


				

					21	La definición de Bustamante lo resume así: «El no cumplimiento del ordenamiento jurídico por la mayor parte de la población obedece al mal diseño o al mal funcionamiento de dicho ordenamiento. En ese sentido, las actividades informales deben ser apreciadas como el sector visible y hasta sintomático de problemas institucionales que afectan severamente las relaciones entre el Estado y la sociedad civil» (Bustamante, 1990, p. 20). 


				


				

					22	Tueros y Carbonetto llegaron a la conclusión de que, en el caso de la industria informal, «es la ilegalidad la que aporta beneficios definidos […] para el industrial informal, el riesgo de la ilegalidad es menor que para el comerciante, mientras que, al mismo tiempo, cumplir con la Ley le significa mayores costos que el comerciante» (1985, pp. 80-81). Además, una investigación del año 2014 para Lima reveló que solo 17% de los ambulantes mencionó las dificultades para obtener una licencia como causa de su decisión de vender en las calles (Castellanos, 2014, p. 23).


				


				

					23	Miriam Granados encontró que algunos ambulantes del centro de Lima sí tuvieron opciones laborales, pero se decantaron por el comercio por brindarles mayores posibilidades de ingresos y otras ventajas (1997, pp. 35, 45, 65). 


				


				

					24	Fernando Iwasaki señala que los grupos populares presentes en estas actividades desde la Colonia, «han ido formando en sus respuestas económicas las bases de la verdadera revolución, la del mercado libre y el capital» (1989, p. 166). Enrique Ghersi le agrega tintes proféticos: «La informalidad no es otra cosa que la revolución industrial que sucede en América 100 años después que en Europa. No es otra cosa que la nueva revolución industrial de América Latina» (1991, p. 424).


				


				

					25	Véanse las fotografías en Soto (1986, pp. 145-168). 


				


				

					26	Bustamante (1990) considera que «la informalidad y sus externalidades negativas tenderán a reducirse en la medida en que se vaya conformando, mediante reformas institucionales básicas, un Estado abierto a la participación económica de todos y dispuesto a facilitar el desenvolvimiento del mercado» (p. 20).


				


				

					27	En 2005 se consideraba que en quince países de América Latina (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Uruguay y Venezuela), el 50,3% del empleo no agrícola se encontraba en el sector informal. El mismo indicador fue de 47,5% en 1990 y de 49,7% en 2000, década en la cual las reformas liberales en América Latina introdujeron cambios que disminuyeron las barreras de acceso al mercado (Tokman, 2007, p. 98).


				


				

					28	Ciertamente la región no tuvo un comportamiento homogéneo. Los países andinos centrales, como el Perú, Bolivia y algunos lugares de Centroamérica y México sufrieron un aumento del sector informal urbano; mientras que en Argentina, Chile y Brasil disminuyó (Tokman, 2007, p. 100). En el caso peruano una mejor aproximación teórica en Babb (2008, pp. 193-200).


				


				

					29	Los datos de la investigación muestran que entre 1980 y 1990 en América Latina 3,5 de cada diez puestos de trabajo surgieron por cuenta propia, contribuyeron más que el sector público (1,5), moderno (1,5), microempresas (2,5) y servicio doméstico (1). Hay que resaltar que en esa década comenzaron a aplicarse las medidas de liberalización comercial y laboral exigida por los representantes de la escuela neoinstitucional de economía, decisiones que afectaron gravemente la economía de los sectores populares.


				


				

					30	Se debe añadir que Tokman y Délano también consideran los factores legales y de costo de transacción en el surgimiento de la informalidad (2001, p. 17). 


				


				

					31	Alejandro Toledo considera que durante la década de 1990 los costos en las empresas fueron reducidos por medio del despido de trabajadores (1991, p. 77). Un aporte muy sugerente de Tokman es que existe una estrecha relación entre producto per cápita e informalidad consistente: a menor producto per cápita, mayor porcentaje de sector informal urbano (Tokman, 2007, p. 100).


				


				

					32	Es parcialmente correcto que el empleo en el sector informal urbano es de menor ‘calidad’ que en el sector formal. Por ejemplo, en 1988 solo el 17,2% de los trabajadores del sector informal urbano aportaban al seguro social de salud (Carbonetto, Hoyle & Tueros, 1988, II, p. 384).


				


				

					33	Tal propuesta proviene de Alejandro Portes, quien definió al trabajador informal como aquel que carecía de cobertura social (citado por Tokman, 1991, p. 52).


				


				

					34	Martuccelli señala que el aumento de la informalidad es «indisociable de la profundidad de la crisis económica de la década de los ochenta» (2015, p. 109).


				


				

					35	Lazarte considera que fueron especialmente los antropólogos y sociólogos quienes se encargaron de mostrar la presencia de esta característica (2000, p. 13).


				


				

					36	Este grupo ocupa más de 35% del empleo urbano en el Perú, menos de 20% en Chile, Argentina, Brasil y Uruguay (Perry y otros, 2007, p. 5).


				


				

					37	Para una definición de este tipo de actividad, véase Mendiola (2017, pp. 16-17).


				


				

					38	El sector corresponde a 17% en Chile, más de 40% en Perú, México, Bolivia, Ecuador, Guatemala, Nicaragua y Paraguay (Perry y otros, 2007, p. 5).


				


				

					39	En otros casos, como Santiago de Chile, se ha encontrado que las ventas ambulantes permiten un nivel de ingresos por encima de los salarios mínimos del sector formal (Prealc, 1988, p. 27).


				


				

					40	Para un análisis actualizado de la discusión sobre el tema véase Sandoval (2000).


				


				

					41	Sinesio López, en el comentario a la edición de 2004, señala que entre los factores que contribuyeron al fracaso de la democratización de la sociedad peruana se encuentran no solo la incapacidad de la izquierda para superar las ambiciones personales y partidarias, sino «la carencia de una base material y de un piso económico más o menos sólido que le diera consistencia [...] su fracaso no fue solo político sino que obedeció también a la incapacidad de la economía para integrar a la producción y al consumo a las clases sociales movilizadas que buscaban integrarse al Estado y a la política democrática» (Matos Mar, 2004, pp. 223-225). 


				


				

					42	En 1989 Carlos Zuzunaga criticó la propuesta del ILD de aplicar la simplificación legal para disminuir paulatinamente la informalidad. Su opinión era que el Perú real se encontraba en las actividades realizadas fuera del marco legal por razones históricas y culturales (Expreso, 18-9-1989, «Informalidad con libertad y democracia»).


				


				

					43	Javier Iguíñiz cuestiona con evidencia empírica esta suposición, añadiendo que la propuesta de De Soto asume objetivos estrictamente económicos entre quienes poseen bienes o empresas en el sector informal urbano. Este ‘descuido’ de los aspectos sociales y culturales (en realidad es una omisión funcional a su estudio), no le permite comprender realmente el problema (Iguíñiz, 2008, pp. 17-18). Antonio Caria también cuestiona la relación titulación-hipoteca-progreso (2008, pp. 25-29); por último, Lissette Aliaga (2003) señala que la propuesta de De Soto omite la importancia del capital social, enfocándose en aspectos solo económicos del fenómeno.


				


				

					44	Hay algunos casos en contra de esa correlación; por ejemplo, en un estudio dedicado a las ventas callejeras en Colombia, el 79% de los vendedores residían en viviendas arrendadas (Medina Muñoz, 2005, p. 49).


				


				

					45	Tokman reconoce que la empresa informal no siempre maximiza las utilidades sino los ingresos, constituyendo un «modo informal de producción» (1991, p. 45); de igual modo Lazarte considera que la constatación de esta característica en el sector informal urbano es uno de los aportes conceptuales más importante para el debate (2005, p. 14).


				


				

					46	La decisión de ser formal o informal viene luego de superar el umbral de la supervivencia: «Obligados a hacer empresa en condiciones de pobreza y precariedad económica, una vez que logran acumular y desarrollarse recién se plantea la necesidad formalizar su actividad» (Adams & Valdivia, 1991, p. 28).


				


				

					47	La misma conclusión se encuentra en Valerín y Chinchilla (2012). Para México, Mendiola (2017, p. 21).


				


				

					48	Una crítica acerca de las diversas maneras de interpretar el éxito del sector en Grompone (1990, 1985).


				


				

					49	Matos Mar considera que alrededor de 16% del sector podría ser definido como «emergente» (1991, p. 240). 


				


				

					50	Más adelante, en el mismo texto, Alonso modifica su definición para adecuarla un poco mejor a los esquemas del ILD: «Definimos al comercio ambulatorio como el conjunto de establecimientos que por la naturaleza de los bienes y servicios que venden, podrían ser conducidos con mayor beneficio en un local privado, pero que sin embargo se conducen en la vía pública» (p. 25). De este modo, aquellos vendedores de bienes y servicios cuya única posibilidad de supervivencia se encuentra en ocupar las calles, sin elección por el giro y condiciones de la actividad, no son motivo de análisis: son los perdedores del sector informal urbano.


				


				

					51	El Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública señala que en México el número de vendedores ambulantes aumentó 53% entre 1995 y fines del siglo XX, con una tasa superior al 5% anual (Cesop, 2005, p. 6). La evidencia más importante del sector se observa en la mejora de sus ingresos promedio: en 1995 se percibían 1,6 salarios mínimos mensuales, mientras que en 2003 el monto se elevó a 2,1 salarios promedio (p. 8).


				


				

					52	Trabajan en estructuras desarmables que se instalan diariamente y se retiran al finalizar sus labores.


				


				

					53	Generalmente venden solo un género de objetos, por ejemplo, alimentos y golosinas, que incluso tienen como clientes a los vendedores de puestos fijos o semifijos.


				


				

					54	Muchos de ellos se dedican a la venta de ropa, discos, etcétera; también ofrecen servicios de manera ambulatoria en los llamados tianguis (mercados móviles) de la ciudad.


				


				

					55	Transportan su mercadería en mochilas, bolsas, sus manos, etcétera. Se especializan en atender la demanda que se concentra en los espectáculos públicos y en las vías de alta concentración vehicular.


				


				

					56	Conocidos en México como toreros, ofrecen sus mercaderías en el suelo sobre una manta u otro objeto similar. El reporte del Cesop establece una tipología parecida, elaborada a partir del tipo de bienes que venden los ambulantes, su ubicación y la infraestructura que utilizan (Cesop, 2005, p. 5). Otra clasificación similar se encuentra en Saldarriaga y otros, 2016.


				


				

					57	La misma razón es citada en Bromley (2000, p. 5).


				


				

					58	Pok y Lorenzetti afirman que «la informalidad en Argentina ha dejado de ser una franja marginal del mercado de trabajo para instalarse, ya desde hace tiempo, como rasgo constitutivo del mismo, abarcando prácticamente a la mitad de la población laboralmente activa para el período analizado» (2007, p. 12).


				


				

					59	El 62,8% de los encuestados afirma que las ventas beneficiaban de algún modo a la ciudadanía. Entre los beneficios se mencionó la generación de empleo, la distribución de productos a precios bajos, la facilidad para adquirir productos sin realizar grandes desplazamientos y el ahorro de tiempo de los consumidores (Medina Muñoz, 2005, p. 47).


				


				

					60	En México se observa el mismo fenómeno discriminatorio contra los vendedores callejeros; se les percibe como ignorantes, indígenas e incivilizados (Mendiola, 2017, pp. 16, 29).


				


				

					61	Iván Alonso reconoce este aspecto, aunque no le da la importancia debida (1989, p. 41).


				


				

					62	El equipo de investigación agradece enormemente la generosidad del profesor Monnet, quien tomó contacto con nosotros gracias a Caroline Stamm. Él nos proporcionó varias de sus publicaciones y tuvo la amabilidad de acompañarnos en nuestras discusiones el año 2007.


				


				

					63	Para una discusión más amplia del concepto de metropolización, véase Bensús (2012).


				


				

					64	El trabajo de Monnet, Giglia y Capron intenta una interesante clasificación de las diversas actividades que se realizan en las calles y espacios públicos de las calles de México. Un aspecto destacable es la metodología, consistente en la observación no solo del ambulante, sino del entorno urbano y de las relaciones que se establecen entre los diversos actores.


				


				

					65	Al igual que en el caso peruano, la existencia de semáforos y regulación del tráfico permite la conexión entre «las diversas modalidades de transporte humano. Por la interrupción (o la reducción de velocidad) de cada tipo de flujo, y por la conectividad entre modalidades y trasbordo, los cruces son favorables a la prestación de servicios a los viajeros urbanos» (Monnet, Giglia & Capron, 2005, p. 2).


				


				

					66	Véase también De la Flor (2000, p. 119). 


				


				

					67	Un hecho resaltante fue la intervención en 1985 del M-19 en el Palacio de Justicia, acción que causó la muerte de 115 personas (Donovan, 2004, p. 117).


				


				

					68	Un caso interesante que Donovan señala es que en aquellas ocasiones en que los vendedores fueron reubicados en mercados especializados sí se detecta una mejora en los ingresos.


				


				

					69	La ubicación apropiada es crucial para las ventas en la calle, sobre todo contar con un abundante flujo peatonal (Prealc, 2008, p. 37).


				


				

					70	Destacan los trabajos de Vega Centeno (2004, 2006).


				


				

					71	Un trabajo que se acerca parcialmente a esa perspectiva es el de Arellano (1991), quien analiza la práctica de los vendedores desde sus estrategias de venta, las cuales incluyen el uso del espacio y satisfacción de una demanda específica.
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